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PONENCIAS
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO 

DE LEY NUMERO 042 DE 1998 SENADO
por el cual se expide el Código de Procedimiento Penal.

Señor Doctor
FABIO VALENCIA COSSIO
Presidente Senado de la República
Santa Fe de Bogotá
Dando cumplimiento a la honrosa designación que nos hiciera el señor 

Presidente de la Comisión Primera del Senado, atentamente nos permiti­
mos rendir informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de ley 
número 042 de 1998 Senado, titulado “por el cual se expide el Código de 
Procedimiento Penal”, presentado por el señor Fiscal General de la 
Nación, doctor Alfonso Gómez Méndez.

El proyecto de ley sometido a consideración, guarda la misma estruc­
tura del actual Código de Procedimiento Penal, Decreto 2700 de 1991 y 
por lo mismo consta de un Título Preliminar, referido a Normas Rectoras 
y cinco Libros. El primero de ellos, dedicado a Disposiciones Generales, 
a las diferentes acciones que surgen de la conducta punible, a la forma 
como se distribuye la competencia entre los diferentes funcionarios 
judiciales, a los diversos sujetos procesales que intervienen en la inves­
tigación, las normas que regulan la actuación procesal en todos sus 
sentidos como términos, providencias, notificaciones, recursos y pruebas.

El Segundo, dedicado a la investigación en sus diferentes etapas: 
Investigación previa, instrucción, vinculación de autores y partícipes, 
detención preventiva, libertad del procesado, medidas de protección a los 
inimputables, control de legalidad y calificación.

El Tercero, se refiere al juzgamiento, a los beneficios por colaboración 
y a los juicios ante el Congreso.

El Libro Cuarto, se dedica a la ejecución de las sentencias, tanto en 
penas como en medidas de seguridad, a la ejecución de los subrogados 
penales, a la rehabilitación, a las diferentes formas de la redención de la 
pena y de las sentencias extranjeras que deben ser ejecutadas en Colombia.

Finalmente, el Libro Quinto, desarrolla el tema de las relaciones con 
autoridades extranjeras en lo que hace a exhortas y a la extradición tanto 
activa como pasiva.

La propuesta del señor Fiscal General de la Nación se desarrolla dentro 
de la normatividad constitucional vigente, si se tiene en cuenta que en el 

artículo 116 de la Constitución Nacional se le entrega a la Fiscalía General 
de la Nación la facultad para administrar justicia y con el artículo 250 de 
la misma codificación, en sus numerales Io y 2o la reviste para investigar 
los delitos, asegurar la comparecencia de los presuntos infractores y 
acusarlos ante los juzgados y tribunales competentes.

Con esa estructura sui generis del proceso penal colombiano, el autor 
del proyecto lo que hace es ajustar algunas figuras procesales a la realidad 
práctica y cotidiana que la institución vive.

Debate en Comisión Primera
Abierta la discusión del articulado y en vista que una buena cantidad 

de artículos del proyecto hoy tienen vigencia en el actual Código de 
Procedimiento Penal, se propuso a los honorables Senadores señalar las 
observaciones que tenían respecto de algunos artículos, por ello los 
honorables Senadores Roberto Gerlein Echeverría, Jesús Enrique Piñacué 
Achicué, Gustavo Guerra Lemoine y Luis Humberto Gómez Gallo, hicie­
ron algunas sugerencias que iban desde la modificación hasta la exclusión 
de artículos. Lo propio hizo el señor Vicefiscal.

Como consecuencia de lo anterior los señores ponentes, junto con el 
señor Vicefiscal, nos reunimos con cada uno de los Senadores, a fin de 
discutir y lograr entendimientos. Fue así como después de esa reunión se 
llegó a la conclusión que los artículos Io, 44,74,137,326,353,374,378, 
399,400,409,465 y 475 no requerían modificaciones y por lo mismo se 
mantuvo el contenido del texto presentado por el señor Fiscal General de 
la Nación o en el informe de ponencia, dependiendo del caso.

No sucedió lo mismo respecto de los artículos 10,39,59,66,388,395 
y 399, en los cuales hubo necesidad de hacer los ajustes respectivos, de 
común acuerdo con el señor Vicefiscal General de la Nación.

A solicitud del Senador Piñacué Achicué, se adicionó el artículo 10, 
con un segundo inciso en donde se establece:

“Las autoridades tradicionales de los pueblos indígenas conocerán de 
las conductas punibles realizadas en los territorios indígenas y entre sus 
miembros”, con el fin de que cuando se den esas dos circunstancias, los 
indígenas no queden cobijados por la justicia penal ordinaria.

El Senador Gerlein Echeverría propuso que cuando en la etapa de 
instrucción el procesado solicite la aplicación de la sentencia antici­
pada, por esa sola circunstancia, tiene derecho a que se le reduzca la 
pena en una tercera parte (1/3). La aclaración del Senador Echeverría 
evita la discrecionalidad del funcionario judicial, pues el proyecto
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permite que el juez disminuya la pena entre una sexta parte (1/6) y una 
tercera parte (1/3).

El Senador Gómez Glallo propone que se adicione a los artículos 59 y 
66, referidos a Embargo y Secuestro de bienes y a Comiso, respectivamen­
te, se les adicione a lcts textos originales un parágrafo en donde se 
establezca que cuando se trate de las conductas descritas los artículos 276, 
291, 292, 297, 298, 359; 360 y 351, proceden dichas figuras.

El Senador Guerra Letnoine propuso se hiciera una nueva redacción al 
artículo referente a la diligencia de Careo, de iniciativa de los ponentes. 
Luego de revisar el proy seto se llegó a la conclusión de que la misma no 
era necesaria y se dejó cc u 
que es, tiene plenos pode 
postulación, y todos los 4emás derechos inherentes a los de contradicción 
y de defensa, incluido el 
era la propuesta del Senador Guerra Lemoine.
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instancia que el sindicado, como sujeto procesal 
•es para ejercer los derechos de impugnación, de

de contrainterrogar a los testigos de cargo, que

posibilidad de citar o no a los miembros de la Policía Judicial a la 
audiencia en mención.

Así presentada la concertación de textos, las modificaciones propues­
tas fueron aprobadas por la Comisión.

El Senador Piñacué Achicué presentó una proposición en donde 
solicitaba que las expresiones “inimputables por desadaptación 
sociocultural”, referidos a los indígenas y que utilizan los artículos 374 
y 475 del proyecto original, fueran sustituidos por la expresión: “inimputable 
por diversidad cultural”, en el entendido que la expresión utilizada en el 
proyecto es peyorativa para los miembros que pertenecen a culturas 
minoritarias, y de paso desconoce el contenido de los artículos 1 y 7 de 
la Constitución Nacional en donde se reconoce expresamente la pluralidad 
de culturas, razón por la cual no es legal hablar de desadaptados 
socioculturales, cuando cada quien es adaptado al interior de la cultura en 
donde se desarrolle. Esta iniciativa fue aprobada por la Comisión.

En cuanto al tema de 
decisiones relativas a bie 
de ponencia se había dét 
debía ser tanto en el aspecto formal como en el material, sin limitantes. Sin 
embargo luego de la reüniión, se acordó con el señor Vicefiscal, en primer 
lugar, que dicha solicitud de control se pueda proponer sin que sea 
necesario que la decisión correspondiente del Fiscal, se encuentre 
ejecutoriada; lo que signi 
tanto la interposición de os recursos ordinarios, al interior de la Fiscalía, 
como la solicitud de contrjol de legalidad ante el juez competente. Y de otro 
lado, se establece en qué 
a) cuando se supone o se 
aparezca clara y ostensiblemente demostrado que se distorsionó su 
contenido o la inferenc ¡ 
desconocieron las reglas 
aportada al proceso con de 
de su validez, para evita: que dicho control se convierta en una tercera 
instancia, con problemas tan graves como los que podría suceder cuando 
la medida de aseguramiento se produzca al momento de calificar la 
investigación.

En lo que tiene que ver con el artículo 395 del proyecto original, el 
informe de los ponentes h abía solicitado que se eliminara, en el entendido 
que su contenido inducí; i en error, al crear tácitamente y sin respaldo 
alguno, la posibilidad de 
proyecto no tenía desarro 
el artículo 395, tal como 1 
adicionándole un inciso nuevo, del siguiente contenido: “En caso de que 
el cierre de investigación e haya producido por vencimiento del término 
de instrucción o por la imposibilidad de recaudar o practicar prueba, la 
duda se resolverá en favor del reo”.

Con relación a este tem 
siguientes precisiones:

1. Si la investigación 
instrucción o por imposibilidad de recaudar o practicar prueba, si la 
prueba existente no es suf 
se debe precluir investiga ción.

2. Si la investigaciór 
instrucción, si dicha pruet a no da para edificar Resolución de Acusación, 
para precluir investigació ) se requiere que esté plenamente comprobada 
la causal que da origen a

3. Si la investigación 
instrucción, y no hay prueba para edificar Resolución de Acusación y 
tampoco está demostrada | llenamente la causal para precluirla, la solución 
es que se decrete la nulidad a partir del cierre de investigación, sencilla­
mente porque se cerró sin )ue existiera la prueba necesaria para calificar, 
porque se ha comprobado lia existencia de irregularidades sustanciales que 
afectan el debido proceso

Con relación al artículo 
que en la audiencia públic 
funcionarios de policía juc icial que hubieran intervenido en la investiga­
ción. Sin embargo, se d ijó a discreción del funcionario judicial la

control de las medidas de aseguramiento y de 
:nes, a que se refiere el artículo 388, en el informe 
Armiñado que dicho control, por parte del Juez,

'ica que se pueden proponer en forma simultánea

eventos procede ese control material, a saber: 
deja de valorar una o más pruebas; b) cuando

a lógica en la construcción del indicio o se 
de la sana crítica; c) cuando es practicada o 

sconocimiento de algún requisito condicionante

una tercera forma de calificación, que en el 
lo alguno. En el acuerdo se concluyó mantener 

lo propuso el señor Fiscal General de la Nación,

ia los Ponentes consideramos necesario hacer las

se cierra porque se ha vencido el término de

iciente para edificar Resolución de Acusación,

se cierra antes de vencerse el término de

ficha preclusión.
se cierra antes de vencerse el término de

399, modificado en el informe de ponencia para 
a se convirtiera en obligación, escuchar a los

Igualmente fue aprobada por la Comisión la propuesta del Senador 
Germán Vargas Lleras en el sentido de incluir dentro del numeral 2o del 
artículo 353 del proyecto, que se refiere a la procedencia de la medida de 
aseguramiento, el delito de Prevaricato a que hace mención el artículo 399 
del Proyecto de Código Penal.

En estas circunstancias se aprobó el texto del proyecto.
No obstante antes de terminar este informe, debemos hacer la siguiente 

aclaración, a saber:
En el tema de la variación de la calificación jurídica provisional de la 

conducta punible, a que se refiere el artículo 400 del proyecto, se nos ha 
sugerido la participación activa de los sujetos procesales diferentes del 
Fiscal, porque pareciera que en el desarrollo de este incidente, sólo 
pudieran actuar el juez y el fiscal. No obstante nos vemos precisados a 
aclarar que cuando en el numeral 2o se dice que la iniciativa surja del Juez, 
allí queda incluida la posibilidad de que esa iniciativa del Juez sea 
promovida a instancias de cualquier otro de los Sujetos Procesales, en 
desarrollo del derecho de postulación que le corresponde a cada uno de 
ellos.

Finalmente, le proponemos a la Plenaria del honorable Senado de la 
República:

Se elimine del artículo 106 del proyecto, la expresión: “están impedi­
dos, ni”, la razón es porque mediante sentencia C-573 del 14 de octubre 
de 1998, la honorable Corte Constitucional declaró la inexequibilidad de 
dicha expresión en el actual artículo 110 del Decreto 2700 de 1991, y a que 
los impedidos y recusaciones tienen como finalidad asegurar la imparcia­
lidad del juez; por lo mismo, si vulnera la Constitución la imposibilidad 
legal que se configure impedimento del juez a cuyo cargo está la 
resolución sobre impedimento o recusación de otro juez. Para la Corte 
no cabe duda que, en semejante situación, el juez o magistrado no 
solamente debe poder declararse impedido sino que tiene la obligación de 
hacerlo, so pena de incurrir en las faltas disciplinarias o penales que la ley 
señala, en guarda de la imparcialidad que debe presidir todo proceso, 
según el artículo 29 de la carta.

Se modifique el contenido del inciso segundo del numeral 5o del 
artículo 306, por la siguiente redacción:

“En la etapa del juicio, el juez no podrá decretar la nulidad de la 
Resolución de Acusación, pretextando falta de prueba necesaria exigida 
como requisito sustancial para su proferimiento, si la prueba que no se 
practicó y se califica como fundamental puede ser recaudada en la etapa 
del juicio; en cambio procederá cuando aquella prueba fuese imprescin­
dible para el ejercicio de derecho de defensa o cuando se impartió 
confirmación a las resoluciones que negaban su práctica, a pesar de su 
evidente procedencia.”

Lo anterior significa que se cambia la parte inicial del inciso, porque 
tal como se propuso para el informe de ponencia de primer debate, se daba 
a entender que era posible edificar una Resolución de Acusación sobre 
hipótesis diferentes a la prueba, y ello no es así; siempre deberá edificarse 
sobre pruebas, y sobre este aspecto el Juez no puede hacer juicios de valor 
antes de la sentencia. •

Por las razones anteriores, le proponemos a la plenaria del honorable 
Senado de la República:
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Con las modificaciones propuestas, dése segundo debate al Proyecto 
de ley número 042 de 1998 Senado, titulado: “por la cual se expide el 
Código de Procedimiento Penal.”.

Atentamente,
Miguel Pinedo Vidal, Germán Vargas Lleras, 

Senadores de la República.
TEXTO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 42 DE 1998 SENADO

Aprobado por la Comisión Primera del Honorable Senado de la
República, por el cual se expide el Código de Procedimiento Penal.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

TITULO PRELIMINAR
NORMAS RECTORAS

Artículo Io. Dignidad humana. Todos los intervinientes en el proceso 
penal serán tratados con el respeto debido a la dignidad inherente al ser 
humano.

Artículo 2o. Integración. En los procesos penales se aplicarán las 
normas que en materia de garantías se hallan consignadas en la Constitu­
ción Nacional y en los tratados y convenios internacionales ratificados por 
el estado colombiano.

Artículo 3o. Actuación procesal. La actuación procesal se desarrollará 
teniendo en cuenta la necesidad de lograr la eficacia de la administración 
de justicia y el respeto a los derechos fundamentales de los sujetos 
procesales en los términos que señala este Código.

Artículo 4o. Acceso a la administración de justicia. El Estado garan­
tizará a todas las personas el acceso efectivo a la administración de justicia 
en los términos del debido proceso.

Artículo 5o. Finalidad del procedimiento. En la actuación procesal los 
funcionarios judiciales harán prevalecer el derecho sustancial y buscarán 
su efectividad.

Artículo 6o. Lealtad. Quienes intervienen en la actuación procesal están 
en el deber de hacerlo con absoluta lealtad y buena fe.

Deben obrar sin temeridad en el ejercicio de los derechos y deberes 
procesales

Artículo 7o. Libertad. Toda persona tiene derecho a que se respete su 
libertad. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni privado 
de su libertad, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento 
escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y 
por motivos previamente definidos en la ley.

Salvo los casos expresamente regulados en este Código la detención 
preventiva estará sujeta la necesidad de asegurar la comparecencia al 
proceso del sindicado, la preservación de la prueba y la defensa de la 
comunidad.

El hábeas corpus garantiza la libertad individual.
Artículo 8o. Igualdad. Es deber de los servidores judiciales hacer 

efectiva la igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación 
procesal.

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su 
condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancias de 
debilidad manifiesta.

Artículo 9o. Legalidad. Nadie podrá ser investigado, ni juzgado sino 
conforme a la ley procesal vigente al tiempo de la actuación, con 
observancia de las formas propias de cada juicio.

La ley procesal de efectos sustanciales permisiva o favorable, sea 
anterior o posterior a la actuación, se aplicará de preferencia a la 
restrictiva o desfavorable.

Artículo 10. Juez Natural. Nadie podrá ser juzgado por juez o tribunal 
especial instituido con posterioridad a la comisión de la conducta punible.

Las autoridades tradicionales de los pueblos indígenas conocerán de 
las conductas punibles realizadas en los territorios indígenas y entre sus 
miembros.

Artículo 11. Autonomía judicial. Las decisiones judiciales proferidas 
dentro del proceso penalserán la expresión del ejercicio de la función 

constitucional de administrar justicia. Los funcionarios judiciales serán 
independientes y autónomos.

Artículo 12. Presunción de inocencia. Toda persona se presume 
inocente y debe ser tratado como tal, mientras no se produzca una decisión 
judicial definitiva sobre su responsabilidad penal y adquiera firmeza.

En cada momento procesal la duda debe resolverse en favor del 
implicado.

Unicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en forma 
definitiva tiene la calidad de antecedentes penales y contravencionales.

Artículo 13. Defensa. En toda actuación se garantizará el derecho de 
defensa.

Nadie podrá ser incomunicado.
Artículo 14. Publicidad. Dentro del proceso penal el juicio es público. 

La investigación será reservada para quienes no sean sujetos procesales. 
Se aplicarán las excepciones previstas en este Código.

Artículo 15. Celeridad y eficiencia. Toda actuación se surtirá pronta 
y cumplidamente sin dilaciones injustificadas. Los términos procesales 
son perentorios y de estricto cumplimiento.

El funcionario judicial está en la obligación de corregir los actos 
irregulares, respetando siempre los derechos y garantías de los sujetos 
procesales.

Artículo 16. Contradicción. En desarrollo de la actuación los sujetos 
procesales tendrán derecho a presentar y controvertir las pruebas.

El funcionario judicial deberá motivar las decisiones que afecten 
derechos fundamentales de los intervinientes.

Artículo 17. Doble instancia. Las sentencias y providencias 
interlocutorias podrán ser apeladas salvo las excepciones legales.

El superior no podrá, en ningún caso, imponer o agravar la sanción 
cuando ésta no sea objeto de la impugnación.

Artículo 18. Cosa juzgada. La persona cuya situación jurídica haya 
sido definida por sentencia ejecutoriada o providencia que tenga la misma 
fuerza vinculante, no será sometida a una nueva actuación por la misma 
conducta, aunque a ésta se le dé una denominación jurídica distinta.

Artículo 19. Investigación integral. El servidor judicial tiene la 
obligación de investigar tanto lo favorable como desfavorable a los 
intereses del imputado.

Artículo 20. Restablecimiento del derecho. Cuando sea posible, las 
autoridades judiciales deberán adoptar las medidas necesarias para que 
cesen los efectos creados por la comisión de la conducta punible y las 
cosas vuelvan al estado anterior, de modo que se restablezcan los derechos 
quebrantados.

Artículo 21. Gratuidad. La actuación procesal no causará erogación 
alguna a quienes en ella intervienen.

Artículo 22. Remisión. En aquellas materias que no se hallen expresa­
mente reguladas en este Código son aplicables las disposiciones del 
Código de Procedimiento Civil y de otros ordenamientos procesales, 
siempre que no se oponga a la naturaleza del proceso penal.

Artículo 23. Prevalencia. Las normas rectoras son obligatorias y 
prevalecen sobre cualquier otra disposición de éste Código. Serán 
utilizadas como fundamento de interpretación.

LIBROI
DISPOSICIONES GENERALES

TITULO I
DELAS ACCIONES

Artículo 24. Acciones originadas por la conducta punible. Toda 
conducta punibl e origina acción penal y puede originar, entre otras, acción 
civil.

CAPITULO I
Acción penal

Artículo 25. Titularidad. La acción penal corresponde al Estado y se 
ejerce por la Fiscalía General de la Nación durante la etapa de la 
investigación y los jueces competentes durante la etapa del juzgamiento; 
la Corte Suprema de Justicia adelanta la investigación y el juzgamiento en 
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los casos contempladosien la Constitución Política. El Congreso ejerce la 
acción penal excepcionalmente.

Artículo 26. Deber de denunciar. Toda persona debe denunciar a la 
autoridad las conductas punibles de cuya comisión tenga conocimiento y 
que deban investigarse ¡de oficio.

El servidor público óue por cualquier medio conozca de la comisión 
de una conducta punible que deba investigarse de oficio, iniciará sin 
tardanza la investigación si tuviere competencia para ello; en caso 
contrario, pondrá inmediatamente el hecho en conocimiento de la autori­
dad competente.

Artículo 27. Exoneración del deber de denunciar. Nadie está obligado 
a formular denuncia contra sí mismo, contra su cónyuge, compañero o 
compañera permanente o contra sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, ni a denunciar las 
conductas punibles que haya conocido por causa o con ocasión del 
ejercicio de actividades ¡que le impongan legalmente secreto profesional.

Artículo 28. Requisitos de la denuncia, querella o petición. La 
denuncia, querella o petición se hará bajo juramento, verbalmente o por 
escrito, dejando constancia del día y hora de su presentación, y contendrá 
una relación detallada de los hechos que conozca el denunciante. Este 
deberá manifestar, si le donsta, que los mismos hechos ya han sido puestos 
en conocimiento de otro funcionario. Si la denuncia fuere escrita, el 
juramento se entenderá prestado por la sola presentación de la misma.

Se inadmitirán las denuncias sin fundamento y las anónimas que no 
suministren pruebas o datos concretos que permitan encauzar la investi­
gación, las que serán remitidas a los organismos que desarrollan funciones 
de policía judicial para que realicen las diligencias necesarias de 
verificación.

e el funcionario judicial con el fin de obtener

Defensor del Pueblo podrá formularla, 
punible requiera petición especial deberá ser

el defensor de familia, el

Artículo 29. Acceso al expediente y aporte de pruebas por el perju­
dicado. La víctima o el perjudicado, según el caso, podrá ejercer el 
derecho de petición an 
información o hacer solicitudes específicas, pudiendo aportar pruebas.

El funcionario deberá responder dentro délos diez (10) días siguientes.
Artículo 30. Condici mes de procesabilidad. La querella y la petición 

son condiciones de procesabilidad de la acción penal.
Cuando el delito que requiera querella afecte el interés público, el 

Ministerio Público o el I
Cuando la conducta 

presentada por el Procurador General de la Nación.
Artículo 31. QuerelL inte legítimo. La querella únicamente puede ser 

presentada por el sujetó pasivo de la conducta punible. Si éste fuere 
incapaz o persona jurídica, debe ser formulada por su representante legal. 
Si el querellante legítimo ha fallecido, lo serán sus herederos.

Cuando el sujeto pas: vo estuviere imposibilitado para formularla, sea 
incapaz y carezca de representante legal, o éste sea autor o partícipe de la 
conducta punible, pue<jie presentarse por 
respectivo agente del ministerio público o el defensor del pueblo; también 
estarán legitimados paia formularla en estos casos, los perjudicados 
directos.

En los delitos de inasistencia alimentaria será también querellante 
legítimo el Defensor de

Artículo 32. Extensión de la querella. La querella se extiende de 
derecho contra todos los que hubieren participado en la conducta punible.

Artículo 33. Caducic ad de la querella. La querella debe presentarse 
dentro del término de s íis (6) meses, contado desde el momento de la 
comisión de la conductí

Artículo 34. Delitos , 
penal será necesario querella en los siguientes delitos, excepto cuando el 
sujeto pasivo sea un mer or de edad: lesiones personales sin secuelas, que 
produjeren incapacidad para trabaj ar o enfermedad sin exceder de sesenta 
(60) días (C.P. art. 112 incisos Io y 2‘ 
177); inseminación art ficial o transferencia de óvulo fecundado no 
consentida (C.P. art. 18::); violación de habitación ajena (C.P. art. 183); 
violación de habitación ajena por servidor público (C.P. art. 184); 
violación en el lugar qe trabajo (C.P. art. 185); violación ilícita de 

Familia.

punible.
que requieren querella. Para iniciar la acción

'°); constreñimiento ilegal (C.P. art.

comunicaciones (C.P. art. 186); divulgación o empleo de documentos 
reservados (C.P. art. 188); acceso abusivo a un sistema informático (C.P. 
art. 189); violación de la libertad de trabajo (C.P. art. 192); violación a 
los derechos de reunión y asociación (C.P. art. 194); violación a la libertad 
religiosa (C.P. art. 195); impedimento y perturbación de ceremonia 
religiosa (C.P. art. 196); daños o agravios a personas o a cosas destinadas 
al culto (C.P. artículo 197), irrespeto a cadáveres (C.P. art. 198); injuria 
(C.P. art. 213); calumnia (C.P. art. 214); injuria y calumnia indirecta (C.P. 
art. 215); injuria por vías de hecho (C.P. art. 219); injurias recíprocas (C.P. 
art. 220); violencia intrafamiliar (C.P. art. 222); maltrato mediante 
restricción a la libertad (C.P. art. 223); inasistencia alimentaria (C.P. art. 
226); malversación y dilapidación de los bienes de familiares (C.P. art. 
229); incesto (C.P. art. 230); hurto simple cuya cuantía no exceda de diez 
(10) salarios mínimos mensuales legales vigentes (C.P. art. 232 inciso 2o); 
hurto de uso y entre condueños (C.P. art. 235); alteración, desfiguración 
y suplantación de marcas de ganado (C.P. art. 236); estafa cuya cuantía no 
exceda de diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes (C.P. art. 
239 inciso 3o); emisión y transferencia ilegal de cheques (C.P. art. 241); 
abuso de confianza (C.P. art. 242); abuso de condiciones de inferioridad 
(C.P. art. 244); aprovechamiento de error ajeno o caso fortuito (C.P. art. 
245); alzamiento de bienes (C.P. art. 246); sustracción de bien propio 
(C.P. art. 247); disposición de bien propio gravado con prenda (C.P. 
art. 248); defraudación de fluidos (C.P. art. 249); utilización indebida 
de información privilegiada (C.P. art. 251); malversación y dilapida­
ción de bienes (C.P. art. 252); usurpación de tierras (C.P. art. 253); 
usurpación de aguas (C.P. art. 254); invasión de tierras o edificios 
(C.P. art. 255); perturbación de la posesión sobre inmuebles (C.P. art. 
256); del daño en bien ajeno (C.P. art. 257); usura y recargo de ventas 
a plazo (C.P. art. 296).

Artículo 35. Delitos que requieren petición especial. La acción penal 
se iniciará por petición del Procurador General de la Nación, cuando la 
conducta punible se haya cometido en el extranjero, no hubiere sido 
juzgada, el sujeto activo se encuentre en Colombia y se cumplan los 
siguientes requisitos:

1. Por nacional, cuando la ley colombiana lo repri ma con pena privativa 
de la libertad inferior a dos (2) años.

2. Por extranjero, cuando sea perjudicado el Estado o nacional 
colombiano, que tenga prevista pena privativa de la libertad superior a dos 
(2) años.

3. Por extranjero, cuando sea perjudicado otro extranjero y se hubiese 
señalado pena privativa de la libertad superior a tres (3) años, no se trate 
de delito político y no sea concedida la extradición.

4. En los delitos por violación de inmunidad diplomática y ofensa a 
diplomáticos.

Artículo 36. Desistimiento de la querella. La querella es desistible.
El desistimiento podrá presentarse por escrito en cualquier estado de 

la actuación, antes de que se profiera sentencia de primera o única instancia 
y no admite retractación. El funcionario judicial verificará que las 
manifestaciones del mismo se produzcan libremente y se hará extensivo 
a todos los copartícipes.

Artículo 37. Extinción. La acción penal se extingue por muerte, 
desistimiento, amnistía, prescripción, oblación, conciliación, indemniza­
ción integral y en los demás casos contemplados por la ley.

Artículo 38. Preclusión de la investigación y cesación de procedi­
miento. En cualquier momento de la investigación en que aparezca 
plenamente comprobado que la conducta no ha existido, o que el sindicado 
no la ha cometido, o que es atípica, o que está demostrada una causal 
excluyente de responsabilidad, o que la actuación no podía iniciarse o no 
puede proseguirse, el Fiscal General de la Nación o su delegado, declarará 
extinguida la acción penal mediante providencia interlocutoria.

El juez, considerando las mismas causales, declarará la cesación de 
procedimiento cuando se verifiquen durante la etapa del juicio.

Artículo 39. Sentencia anticipada. A partir de la diligencia de 
indagatoria y hasta antes de que quede ejecutoriada la resolución de cierre 
de la investigación, el procesado podrá solicitar por una sola vez, que se 
dicte sentencia anticipada.



GACETA DEL CONGRESO 300 Jueves 26 de noviembre de 1998 Página 5

Hecha la solicitud, el Fiscal General de la Nación o su delegado, si lo 
considera necesario, podrá ampliar la indagación y practicar pruebas 
dentro de un plazo máximo de ocho (8) días. Los cargos formulados por 
el Fiscal General de la Nación o su delegado y su aceptación por parte del 
procesado se consignarán en un acta suscrita por quienes hayan intervenido.

Las diligencias se remitirán al juez competente quien, en el término de 
diez (10) días hábiles dictará sentencia conforme a los hechos y 
circunstancias aceptadas, siempre que no haya habido violación de 
garantías fundamentales.

El juez dosificará la pena que corresponda y sobre el monto que 
determine hará una disminución de una tercera (1/3 ) parte de ella por razón 
de haber aceptado el proceso su responsabilidad.

También se podrá dictar sentencia anticipada, cuando proferida la 
resolución de acusación y hasta antes de que quede ejecutoriada la 
providencia que fija fecha para la celebración de la audiencia pública el 
procesado aceptare la responsabilidad penal respecto de todos los cargos 
allí formulados. En este caso la rebaja será hasta de una octava (1 /8) parte 
de la pena.

La rebaja de pena aquí concedida será acumulable a la establecida en 
los casos de confesión.

El acta que contiene los cargos aceptados por el procesado es equivalente 
a la resolución de acusación.

En los procesos que se requiera definir la situación jurídica y se 
solicitara sentencia anticipada, la audiencia deberá realizarse dentro de 
los tres (3) días siguientes a la ejecutoria de la decisión.

Cuando se trate de varios procesados o delitos, pueden admitirse 
aceptaciones parciales, caso en el cual se romperá la unidad procesal a 
partir de la finalización de la diligencia.

Contra la sentencia procederán los recursos de ley, que podrán 
interponer el Fiscal General de la Nación o su delegado, el ministerio 
público; el procesado y su defensor respecto de la dosificación de la pena, 
de los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y la 
extinción del dominio sobre bienes.

Desde el momento en que se solicite la sentencia anticipada hasta 
cuando se profiera la providencia que decida sobre la aceptación de los 
cargos, se suspenden los términos de prescripción de la acción y procesales. 
Sin embargo, podrán practicarse diligencias urgentes de instrucción 
orientadas a evitar la desaparición, alteración de las pruebas o vestigios 
del hecho.

En la sentencia anticipada, se resolverá lo referente a la responsabi lidad 
civil, cuando exista prueba de los perjuicios ocasionados.

Parágrafo. Este trámite se aplicará también, guardando la naturaleza de 
las decisiones y conforme resulte pertinente, en aquellos procesos penales 
de que conoce integralmente la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia.

Artículo 40. Conciliación. A solicitud de los sujetos procesales o de 
oficio, el funcionario judicial podrá disponer en cualquier tiempo la 
celebración de audiencia de conciliación, en los delitos que admitan 
desistimiento o indemnización integral.

En todo caso, cuando no se hubiere realizado, en la resolución de 
apertura de instrucción, el funcionario señalará fecha y hora para la 
celebración de audiencia de conciliación, que se llevará a cabo dentro de 
los diez (10) días siguientes, la que se podrá efectuar sin la presencia de 
apoderados.

Obtenida la conciliación, el Fiscal General de la Nación o su delegado 
o el juez podrá suspender la actuación hasta por un término máximo de 
sesenta (60) días para el cumplimiento de lo acordado. No se admitirá 
prórroga del término para cumplir el acuerdo. Verificado lo anterior, se 
proferirá resolución inhibitoria, de preclusión de la instrucción o cesación 
de procedimiento.

Si no se cumpliere lo pactado, se continuará inmediatamente con el 
trámite que corresponda.

Parágrafo. No se podrán realizar más de dos (2) audiencias de 
conciliación.

Si alguno de los citados fuere incapaz, concurrirá su representante 
legal.

Durante la audiencia no se permitirá la intervención directa de los 
apoderados, únicamente el diálogo con sus poderdantes a fin de asesorar­
los para proponer fórmulas de conciliación.

Si se llegare a un acuerdo, el funcionario judicial lo aprobará cuando 
lo considere conforme a la ley.

Artículo 41. Indemnización integral. En los delitos que admiten 
desistimiento, los de homicidio culposo y lesiones personales culposas, 
cuando no concurra alguna de las circunstancias de agravación punitiva, 
en los de violación a los derechos morales de autor, defraudación a los 
derechos patrimoniales de autor y violación a sus mecanismos de protec­
ción, en los procesos por los delitos contra el patrimonio económico 
cuando la cuantía no exceda de doscientos (200) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes, excepto el hurto calificado y la extorsión, la 
acción penal se extinguirá para todos los sindicados cuando cualquiera 
repare integralmente el daño ocasionado.

La reparación integral se efectuará de conformidad con el avalúo que 
de los perjuicios haga un perito, a menos que exista acuerdo sobre el mismo 
o el perjudicado manifieste expresamente haber sido indemnizado.

Artículo 42. Decisiones extrapenales. El funcionario judicial deberá 
resolver dentro del proceso penal las cuestiones extrapenales que surjan 
de la actuación y que no sean elementos constitutivos de la conducta 
punible, encaminado a la efectivización del principio del restablecimiento 
del derecho, aplicando las normas jurídicas materiales atinentes al caso 
y las procesales penales en lo referente a la prueba y su valoración.

Artículo 43. Renuncia a la prescripción. El sindicado podrá renunciar 
a la prescripción de la acción penal antes de la ejecutoria de la providencia 
que la declare.

CAPITULO II
Acción civil

Artículo 44. Titulares. La acción civil individual o popular para el 
resarcimiento de los daños y perjuicios individuales y colectivos causa­
dos por la conducta punible, podrá ejercerse ante la jurisdicción civil, o 
dentro del proceso penal, a elección de las personas naturales o jurídicas 
perjudicadas, o por los herederos o sucesores de aquellas, o por el actor 
popular cuando se trate de lesión directa a bienes jurídicos colectivos. En 
este último evento, sólo podrá actuar un ciudadano y será reconocido quien 
primero se constituya.

Si el titular de la acción indemnizatoria no tuviere la libre administra­
ción de sus bienes y optare por ejercitarla dentro del proceso penal, se 
constituirá en parte civil mediante demanda presentada por su represen­
tante legal. El actor popular gozará del beneficio de amparo de pobreza 
de que trata el Código de Procedimiento Civil.

Artículo 45. Quiénes deben indemnizar. Están solidariamente obliga­
dos a reparar el daño y a resarcir los perjuicios causados por la conducta 
punible las personas que resulten responsables penalmente y quienes, de 
acuerdo con la ley sustancial, deban reparar el daño.

Artículo 46. Oportunidad. La constitución de parte civil, como actor 
individual o popular, podrá intentarse en cualquier momento, a partir de 
la resolución de apertura de instrucción y hasta antes de que se surta el 
traslado para preparar la audiencia pública.

Artículo 47. Requisitos. Quien pretenda constituirse en parte civil 
dentro del proceso penal, si no fuere abogado titulado, otorgará poder para 
el efecto, en el que deberá manifestar, bajo la gravedad del juramento, que 
no ha promovido acción civil en proceso de distinta naturaleza.

La demanda de constitución de parte civil deberá contener:
1. El nombre y domicilio del perjudicado con la conducta punible.
2. El nombre y domicilio del presunto responsable, si los conociere.
3. El nombre y domicilio de los representantes o apoderados de los 

sujetos procesales, si no pueden comparecer o no comparecen por sí 
mismos.

En los numerales anteriores, a falta de domicilio se indicará el lugar de 
residencia.
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conoce del proceso decidirá mediante providen- 
su admisión o rechazo. La providencia que

parte civil, ésta quedará facultada para solicitar

4. Los hechos en virtud de los cuales se hubieren producido los daños 
y perjuicios cuya indemnización se reclama.

5. Los daños y perjuicios de orden material que se le hubieren causado, 
la cuantía en que se estima la indemnización de los mismos y la de los 
perjuicios morales, y las medidas que deban tomarse para el restableci­
miento del derecho, cuando fuere posible.

6. Los fundamentos jurídicos en que se basen las pretensiones formu­
ladas.

7. Las pruebas que se pretendan hacer valer sobre el monto de los daños, 
cuantía de la indemnización y relación con los presuntos perjudicados.

8. Los anexos que acrediten la representación judicial, si fuere el caso.
Igualmente, deberá acompañarse la prueba de la representación legal 

de los incapaces, de existencia o representación de las personas jurídicas, 
cuando ello sea necesario. Si quien pretende constituirse en parte civil 
fuere un heredero de la persona perjudicada, deberá acompañar a la 
demanda las pruebas que, de conformidad con la ley civil, demuestren su 
calidad de tal.

Si fueren varias las personas perjudicadas, podrán constituirse en parte 
civil separada o conjuntamente.

Cuando se hubiere conferido poder en forma legal, el abogado podrá 
conocer el proceso sierppre que acredite sumariamente la calidad de 
perjudicado del poderdante, obligándose a cumplir con la reserva 
exigida.

Artículo 48. Decisión\sobre la demanda y apelación. Dentro de los tres 
(3) días siguientes a aqqel en que se presente el escrito de demanda, el 
funcionario judicial que 
cia interlocutoria sobre 
resuelve sobre la demanda de parte civil es apelable en el efecto 
devolutivo.

Artículo 49. Admisión de la demanda y facultades de la parte civil. 
Admitida la demanda de 
la práctica de pruebas orientadas a demostrar la existencia de la conducta 
investigada, la identidad de los autores o partícipes, su responsabilidad, 
y la naturaleza y cuantía de los perjuicios ocasionados. Podrá igualmente 
denunciar bienes del procesado y solicitar su embargo y secuestro, e 
interponer recursos coritra las providencias que resuelvan sobre las 
materias de que trata eStE artículo.

Artículo 50. Inadmisión de la demanda. El funcionario que conoce del 
proceso se abstendrá de admitir la demanda, mediante providencia contra 
la que sólo procede el recurso de reposición, cuando no reúna los 
requisitos previstos en este Código. En tales casos, en la misma decisión, 
el funcionario señalará los defectos que adolezca, para que el demandante 
los subsane.

No obstante haberse inadmitido la demanda, mientras no haya precluido 
la oportunidad para constituirse en parte civil, podrá formularse nueva­
mente la misma, con el lleno de los requisitos legales.

Artículo 51. Rechazo de la demanda. La demanda será rechazada 
cuando esté acreditado que se ha promovido independientemente la acción 
civil, el pago de los perjuicios la reparación del daño, cuando quien la 
promueva no sea el perjudicado directo o si, de acuerdo con la legislación 
procesal civil, la acción 
responsable. En cualqu < 
cualquiera de las situaciones descritas, mediante providencia 
interlocutoria, se dará por terminada la actuación civil dentro del proceso 
penal.

Artículo 52. Retiro y devolución de la demanda. No obstante haber 
sido admitida la demande, mientras no se hubiere realizado gestión alguna 
o dirigido petición diferente de su formulación, ésta y sus anexos podrán 
ser retirados sin necesidad de desglose alguno, excepto cuando se hayan 
aportado pruebas relativas a la responsabilidad penal, las cuales se 
conservarán dentro del expediente.

Cuando la demanda haya sido inadmitida será devuelta al demandante.
Artículo 53. Formalidades. La acción civil, dentro del proceso penal, 

se adelantará en cuademc separado en el que se allegarán todas las pruebas 
y actuaciones relacionad» s con la pretensión patrimonial, y se regulará por 

esté prescrita respecto del tercero civilmente 
ter momento del proceso, en que se acredite

las normas aquí señaladas y las de los Códigos Civil y de Procedimiento 
Civil, en cuanto no se opongan a la naturaleza del proceso penal.

Artículo 54. Extinción de la acción civil. La acción civil proveniente 
de la conducta punible se extingue en todo o en parte, por cualquiera de 
los modos consagrados en el Código Civil.

CAPITULO III
Liquidación de perjuicios

Artículo 55. Sentencia condenatoria y pronunciamiento sobre los 
perjuicios. En todo proceso penal en que se haya demostrado la existencia 
de perjuicios provenientes del hecho investigado, el funcionario procede­
rá a liquidarlos, para lo cual deberá hacerlo conforme a lo acreditado 
dentro de la actuación y condenará al responsable o responsables de los 
daños en la sentencia. En todo caso, si existiere parte civil reconocida la 
suma no podrá superar la solicitada en la demanda. Igualmente deberá 
haber pronunciamiento sobre expensas y costas judiciales, si a ello hubiere 
lugar.

En la sentencia que declare la responsabilidad penal del procesado, 
cuando se haya intentado la acción popular y esta prospere, el juez deberá 
señalar el monto de los perjuicios colectivos ocasionados por la conducta 
punible.

Cuando en la sentencia se condene al pago de indemnización colectiva 
se ordenará la constitución de un fondo conformado por el importe de la 
misma administrado por el Defensor del Pueblo, para ser destinado al 
restablecimiento de los daños causados con la infracción.

En los casos de perjuicios materiales o morales no valorables 
pecuniariamente, la indemnización se fijará en la forma prevista en el 
Código Penal.

Cuando obrare prueba de que el ofendido ha promovido independien­
temente la acción civil, el funcionario se abstendrá de imponer condena 
al pago de perjuicios. Para todos los efectos legales, será ineficaz la 
condena impuesta en un proceso penal al pago de perjuicios, cuando se ha 
ejercido independientemente la acción civil.

Artículo 56. Efectos de la cosa juzgada penal absolutoria. La acción 
civil no podrá iniciarse ni proseguirse cuando se haya declarado, por 
providencia en firme, que la conducta causante del perjuicio no se realizó 
o que el sindicado no lo cometió o que obró en estricto cumplimiento de 
un deber legal o en legítima defensa.

Artículo 57. De la ejecución de la sentencia. La parte civil, una vez 
ejecutoriada la sentencia en que se condene al pago de perjuicios, 
podrá, dentro de los dos (2) meses siguientes, formular demanda 
ejecutiva ante el juez de primera instancia del proceso en que fuera 
dictada. La ejecución se adelantará conforme a lo dispuesto en el 
Código de Procedimiento Civil. Vencido el término anterior, la 
ejecución sólo podrá demandarse en proceso separado, ante el juez 
competente, conforme a las reglas generales.

En los eventos anteriores, no se admitirá excepción diferente del pago, 
ni será necesario proferir sentencia.

Si hubiere bienes embargados o secuestrados y no se adelantare el 
proceso ejecutivo, de oficio se levantarán las medidas y se harán efectivas 
las cauciones prestadas.

Artículo 58. Efectos de la declaratoria de responsabilidad. Cuando 
no se hubiere constituido parte civil y se condene al procesado, la 
responsabilidad no podrá ser discutida en el proceso civil, debiendo 
limitarse éste a la clase y monto de los perjuicios.

CAPITULO IV
Bienes

Artículo 59. Embargo y secuestro de bienes. La parte civil podrá 
solicitar el embargo y secuestro preventivo de los bienes de propiedad del 
sindicado, los cuales se decretarán en cuantía que se considere suficiente 
para garantizar el pago de los perjuicios que se hubieren ocasionado, 
previa caución que se debe prestar conforme a las normas procedimentales 
civiles. El funcionario judicial, una vez decretado el embargo y el 
secuestro, designará secuestre y adelantará el trámite posterior conforme 
a las normas que regulan la materia en el Código de Procedimiento Civil. 
No obstante lo anterior, cuando la medida afecte un bien inmueble que esté 
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ocupado o habitado por el sindicado, se dejará en su poder a título de 
depósito gratuito, con el compromiso de entregarlo a un secuestre o a quien 
el funcionario indique, si se profiere sentencia condenatoria en su contra.

Cuando la caución sea bancaria o de compañía de seguros se cancelará 
una vez el demandante pague el valor de los perjuicios causados con las 
medidas cautelares, o consigne el valor de la caución a órdenes del 
despacho o el monto de los perjuicios si fuere inferior.

La providencia que revoque las medidas cautelares, es apelable en el 
efecto diferido.

Parágrafo. Los bienes incautados, destinados directa o indirectamente 
para la producción, reproducción, distribución o comercialización de los 
productos, alimentos o sustancias a que se refieren las conductas descritas 
en los artículos 276,291,292,297,298,359,360 y 361 del Código Penal, 
serán embargados y secuestrados o decomisados de oficio y, previo 
avalúo, los que no deban ser destruidos se adjudicarán en la sentencia 
condenatoria a los perjudicados con la conducta punible a título de 
indemnización de perjuicios o se dispondrá su remate para tal fin.

Artículo 60. Desembargo. Podrá decretarse el desembargo de los 
bienes, cuando el sindicado preste caución en dinero efectivo o mediante 
póliza de seguros por el monto que el funcionario judicial señale para 
garantizar el pago de los daños y perjuicios que llegaren a establecerse, 
como de las demás obligaciones de contenido económico a que hubiere 
lugar.

La caución en dinero efectivo se considerará embargada para todos los 
efectos legales.

Señalado el monto de la caución, el interesado deberá prestarla dentro 
de un término no mayor a veinte (20) días,contados a partir de la ejecutoria 
de la providencia respectiva, que sólo podrá controvertirse mediante 
recurso de reposición.

Cuando se profiera cesación de procedimiento, preclusión de la 
investigación o sentencia absolutoria, siempre que de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 57 no sea posible intentar o proseguir la acción 
civil, se condenará al demandante al pago de los perjuicios que con la 
práctica de las medidas cautelares se hubieren ocasionado al sindicado, 
los cuales deberán ser concretados mediante el trámite incidental para la 
condena en concreto de que trata el Código de Procedimiento Civil, 
siempre que la solicitud se formule ante el mismo funcionario, dentro de 
los treinta (30) días siguientes a la ejecutoria de la providencia o sentencia.

La decisión que decrete cualquiera de los desembargos previstos en 
este artículo, será apelable en el efecto diferido, y se cumplirá una vez 
ejecutoriada.

Artículo 61. Prohibición de enajenar. El sindicado dentro del proceso 
penal no podrá enajenar bienes sujetos a registro durante el año siguiente 
contado a partir de su vinculación, a menos que esté garantizada la 
indemnización de perjuicios o se hubiere producido pronunciamiento de 
fondo sobre su inocencia. Esta obligación deberá ser impuesta expresa­
mente en la diligencia de indagatoria. Cualquier negociación que se haga 
sobre los bienes y sin autorización del funcionario judicial, será nula y así 
lo deberá decretar.

Lo anterior, sin perjuicio de los negocios jurídicos realizados con 
anterioridad y que deban perfeccionarse en el transcurso del proceso.

Las anteriores previsiones, sin perjuicio de los terceros de buena fe, 
quienes podrán hacer valer sus derechos en trámite incidental.

Las direcciones seccionales de fiscalía llevarán un registro de las 
personas a las cuales se las haya vinculado a una investigación penal. Para 
el efecto, el funcionario judicial que realice la vinculación, o desvincu­
lación una vez se encuentre ejecutoriada la decisión, informará lo perti­
nente dentro de los tres (3) días siguientes. En todo caso tal registro se 
desanotará al año siguiente de la vinculación al proceso.

Artículo 62. Autorizaciones especiales. El funcionario judicial podrá 
autorizar que se realicen operaciones mercantiles sobre los bienes 
descritos en el artículo anterior, cuando aquellas sean necesarias para el 
pago de los perjuicios. Igual autorización procederá para los bienes 
entregados en forma provisional. El negocio jurídico deberá ser autoriza­
do por el funcionario, y el importe deberá consignarse directamente a 
órdenes del despacho judicial.

Cuando la venta sea necesaria en desarrollo del giro ordinario de los 
negocios del sindicado o esté acreditada la exi stencia de bienes suficientes 
para atender una eventual indemnización, se podrá autorizar aquella.

Artículo 63. De la restitución de los objetos. Sin perjuicio de lo 
dispuesto en normas especiales, los objetos puestos a disposición del 
funcionario, que no se requieran para la investigación, o que no sean objeto 
material o instrumentos y efectos con los que se haya cometido la conducta 
punible o que provengan de su ejecución, o que no se requieran a efectos 
de extinción de dominio, serán devueltos a quien le fueran incautados. Si 
se desconoce el tenedor de los mismos, y no son reclamados, serán puestos 
a disposición de la autoridad competente encargada de adelantar los 
trámites respecto de los bienes vacantes o mostrencos.

Sin perjuicio de lo previsto en normas especiales, el funcionario que 
esté conociendo de la actuación, de plano ordenará la devolución a quien 
sumariamente acredite ser dueño, poseedor o tenedor legítimo del objeto 
material o instrumentos del delito que sean de libre comercio.

Parágrafo. Sin perjuicio de lo previsto en normas especiales, los bienes 
que se encuentren vinculados a un proceso penal o que sin estarlo sean 
aprehendidos por las autoridades facultadas para ello, no podrán ser 
utilizados por éstas, y deberán ser puestos inmediatamente a órdenes de 
la Fiscalía, quien podrá delegar su custodia en los particulares.

Artículo 64. Cancelación de personería jurídica de sociedades u 
organizaciones dedicadas al desarrollo de actividades delictivas, o 
cierre de sus locales o establecimientos abiertos al público. Cuando en 
cualquier momento del proceso el funcionario judicial encuentre demos­
trado que se han dedicado total o parcialmente personas jurídicas, 
sociedades u organizaciones al desarrollo de actividades delictivas, 
ordenará a la autoridad competente que, previo el cumplimiento de los 
requisitos legales establecidos para ello, proceda a la cancelación de su 
personería jurídica o al cierre de sus locales o establecimientos abiertos 
al público.

Artículo 65. Cancelación de registros obtenidos fraudulentamente. 
Cuando aparezca demostrada la tipicidad de la conducta punible que dio 
lugar a la obtención de títulos de propiedad sobre bienes sujetos a registro, 
en la providencia que ponga fin al proceso, el funcionario que esté 
conociendo el asunto ordenará la cancelación de los títulos y del registro 
respectivo.

También se ordenará la cancelación de la inscripción de títulos valores 
sujetos a esta formalidad y obtenidos fraudulentamente.

Si estuviere acreditado que con base en las calidades jurídicas 
derivadas de los títulos cancelados se están adelantando procesos ante 
otras autoridades, el funcionario pondrá en conocimiento la decisión de 
cancelación, para que tomen las decisiones correspondientes.

Las anteriores previsiones sin perjuicio de los terceros de buena fe, 
quienes podrán hacer valer sus derechos en trámite incidental.

El funcionario judicial ordenará, si fuere procedente, el embargo de los 
bienes, sin necesidad de requisitos especiales, por el tiempo que sea 
necesario, mientras se resuelve definitivamente.

Artículo 66. Comiso. Los instrumentos y efectos con los que se haya 
cometido la conducta punible o que provengan de su ejecución, y que no 
tengan libre comercio, pasarán a poder de la Fiscalía General de la Nación 
o a la entidad que ésta designe, a menos que la ley disponga su destrucción 
o destinación diferente.

Igual medida se aplicará en los delitos dolosos, cuando los bienes que 
tengan libre comercio y pertenezcan al responsable penalmente, sean 
utilizados para la realización de la conducta punible, o provengan de su 
ejecución.

En los delitos culposos, los vehículos automotores, naves o aeronaves, 
cualquier unidad montada sobre ruedas y los demás objetos que tengan 
libre comercio, se someterán a los experticios técnicos y se entregarán 
provisionalmente al propietario o legítimo tenedor, salvo que se haya 
solicitado y decretado su embargo y secuestro. En tal caso, no procederá 
la entrega, hasta tanto no se tome decisión definitiva respecto de ellos.

La entrega será definitiva cuando se garantice el pago de los perjuicios, 
se hayan embargado bienes del sindicado en cuantía suficiente para
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atender al pago de aquell os, o haya transcurrido un año desde la realización 
de la conducta, sin que se haya producido afectación del bien.

Parágrafo. Los bier
276, 291, 292,297, 
incautados serán soi 
perito, y una vez de 
destruidos por las aut >ridades de policía judicial, en presencia del 
funcionario judicial.

Artículo 67. Extinción del dominio. La extinción del dominio de 
bienes, salvo los casos ¡previstos en este código, se regirá por el proce­
dimiento establecido por la ley.

CAPITULO V
¡ero civilmente responsable
la. La vinculación del tercero civilmente respon- 
:on la demanda de constitución de parte civil, o,

ís o productos a que se refieren los artículos 
,359,360 y 361 del Código Penal, una vez 

>m¿tidos a inspección judicial con la ayuda de 
¡mostrada por este medio su ilegitimidad, serán

e a quien se dirija y, desde que se traba la relación 
el carácter de sujeto procesal. En tal virtud, podrá 
manda, solicitar y controvertir pruebas relativas

; dentro de los diez días siguientes a la notifica- 
itestación, el tercero deberá indicar cuáles son los

Artículo 68. Déme 
sable podrá solicitars 
posteriormente, antes d¿ que se corra el traslado para preparar la audiencia 
a que se refiere el artículo 397 de este Código, en escrito separado, el que 
deberá contener los miamos requisitos que la demanda. La demanda se 
notificará personalmer 
jurídico procesal, tendí 
dar contestación a la d 
a su responsabilidad.

Artículo 69. Contentación de la demanda. La contestación de la 
demanda deberá hacei 
ción. En el escrito de c< 
medios probatorios qutj pretende hacer valer para oponerse a las preten­
siones relativas a su responsabilidad. Este escrito se pondrá en conoci­
miento de los sindicados y de la parte civil.

Artículo 70. Prohibí 
proceso penal, en ej 
denuncia del pleito, n

Artículo 71. Medie 
tercero civilmente r 
sindicado haya sido i

ñón de intervención de otros terceros. Dentro del 
¡rcicio de la acción civil, no podrá proponerse 
lamamiento en garantía.

la F cautelares. El embargo y secuestro de bienes del 
js lonsable se podrá solicitar después de que el 
ii culado a la investigación.

TITULO II
JURI¡ ¡DICCION Y COMPETENCIA

CAPITULO I
Disposiciones generales

ir atería penal, durante la etapa del juicio, se ejerce

decisión penales de los tribunales superiores de

los promiscuos y los de ejecución de penas y 
También administra justicia el Senado de la

de la Nación dirigir, realizar y coordinar la

Artículo 72. Quiéne y ejercen funciones de juzgamiento. La adminis­
tración de justicia en 
de manera permanente bor la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 
de Justicia, las salas de 
distrito, los jueces penales del circuito, los jueces penales municipales, 
los jueces de menores 
medidas de seguridad 
República, en casos ¡e> cepcionales.

Artículo 73. Quient s ejercen funciones de instrucción. Corresponde 
a la Fiscalía General 
investigación e instrúc ¡ión en materia penal.

La Fiscalía Genera 
de la Nación, los fisríalles que éste delegue para casos especiales y los 
fiscales delegados 401 e la Corte Suprema de Justicia, los tribunales 
superiores de distritc 
municipales y promi

La Cámara de Retórfesentantes y la Corte Suprema de Justicia ejercen 
funciones de instrucci in en los casos contemplados en la Constitución 
Nacional.

de la Nación actuará a través del Fiscal General

os jueces penales del circuito, los jueces penales 
ios.

CAPITULO II
De la competencia

Corte Suprema de Justicia. La Sala de CasaciónArtículo 74. De la
Penal de la Corte SqHema de Justicia conoce:

1. Del recurso de c isación.
2. De la acción de revisión cuando la sentencia, preclusión de la 

investigación o ces|ac ón de procedimiento ejecutoriadas hayan sido 

proferidas en única o segunda instancia por esta corporación o por los 
tribunales superiores de distrito o por los fiscales que actúan ante ellos.

3. Del recurso de queja cuando se deniegue el recurso de casación.
4. De los recursos de apelación y de queja en los procesos que conocen 

en primera instancia los tribunales superiores de distrito.
5. De las colisiones de competencia que se susciten en asuntos de la 

jurisdicción penal entre las salas de un mismo tribunal, entre tribunales o 
entre estos y juzgados de otro distrito judicial; o entre juzgados de 
diferentes distritos.

6. Del juzgamiento de los funcionarios a que se refieren los artículos
174 y 235 numeral 2o de la Constitución Política.

7. Del juzgamiento de los funcionarios a que se refiere el artículo 235 
numeral 4o de la Constitución Política.

8. De la investigación y juzgamiento de los Senadores y Representantes 
a la Cámara.

Cuando los funcionarios a los que se refieren los numerales 6o,7o y 8o 
anteriores hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos, el fuero sólo se 
mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las 
funciones desempeñadas.

9. De las solicitudes de cambio de radicación de procesos penales de 
un distrito judicial a otro, durante la etapa de juzgamiento.

10. Del juzgamiento del viceprocurador, vicefiscal, magistrados de los 
consejos seccionales de la judicatura, del Tribunal Superior Militar, del 
Consejo Nacional Electoral, fiscales delegados ante la Corte Suprema de 
Justicia y tribunales superiores de distrito, Registrador Nacional del 
Estado Civil, Director Nacional de Fiscalía y directores seccionales de 
fiscalía.

11. Del control de legalidad que se efectúa en la etapa del juzgamiento, 
sobre la solicitud que hace la Sala de Decisión Penal del Tribunal del 
Distrito Judicial al fiscal para variar la calificación jurídica provisional, 
cuando éste se oponga.

Artículo 75. De los tribunales superiores de distrito. Las salas penales 
de decisión de los tribunales superiores de distrito conocen:

1. En segunda instancia, de los recursos de apelación y de queja, en los 
procesos que conocen en primera instancia los jueces del circuito.

2. En primera instancia, de los procesos que se sigan a los jueces del 
circuito, de ejecución de penas y medidas de seguridad, municipales, de 
menores, de familia, penales militares, a los fiscales delegados ante los 
juzgados, a los agentes del ministerio público por delitos que se cometan 
en ejercicio de sus funciones o por razón de ellas.

3. De la acción de revisión contra las sentencias, preclusión de 
investigación o cesación de procedimiento ejecutoriadas que hayan 
sido proferidas por los jueces del respectivo distrito o sus fiscales 
delegados.

4. De las solicitudes de cambio de radicación dentro del mismo distrito.
5. De las colisiones de competencia que se presenten entre jueces del 

circuito del mismo distrito o entre estos y los jueces municipales, y de éstos 
cuando fueren de diferentes circuitos.

6. Del control de legalidad que se efectúa en la etapa del juzgamiento, 
sobre la solicitud que hace el juez del circuito al fiscal para variar la 
calificación jurídica provisional, cuando éste se oponga.

Artículo 76. De los jueces penales del circuito. Los jueces de circuito 
conocen:

1. En primera instancia:
a) De los procesos penales contra los alcaldes, cuando la conducta 

punible se haya cometido en ejercicio de sus funciones o por razón de 
ellas, y

b) De los delitos cuyo juzgamiento no esté atribuido a otra autoridad.
2. En segunda instancia, de los recursos de apelación y de queja, en los 

procesos que conocen en primera instancia los jueces penales y promis­
cuos municipales.

3. De las colisiones de competencia que se susciten entre los jueces 
penales o promiscuos municipales del mismo circuito.
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4. Del control de legalidad que se efectúa en la etapa del juzgamiento, 
sobre la solicitud que hace el juez municipal al fiscal para variar la 
calificación jurídica provisional, cuando éste se oponga.

Parágrafo. Los delitos que a continuación se señalan y que se cometan 
en el territorio de un departamento serán de competencia, en primera 
instancia, de los jueces que tengan la sede en su capital.

- Homicidio agravado (C.P. Art. 103, numerales 8o y 9o)
- Lesiones agravadas (C.P. Art. 119)
- Los contemplados en el Título II, del Libro II del Código Penal
- Desaparición forzada (C.P. Art. 161)
- Secuestro extorsivo (C.P. Art. 163)
- Tortura (C.P. Art. 173)
- Desplazamiento forzado (C.P. Art. 175)
- Lavado de activos (C.P. Art. 313)
- Concierto para delinquir (C.P. Art. 327, Inc. 2)
- Entrenamiento para actividades ilícitas (C.P. Art. 328)
- Terrorismo (C.P. Art. 330)
- Administración de recursos relacionados con actividades terroris­

tas (C.P. Art. 332)
- Fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo 

de las fuerzas armadas (C.P. Art. 353)
- Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes (C.P. Art. 363 inciso Io)
- Destinación ilícita de muebles o inmuebles (C.P. Art. 364)
- Tráfico de sustancias para el procesamiento de narcóticos (C.P. 

Art. 369)
- Peculado ( C.P. Art. 383)
- Concusión (C.P. Art. 390)
- Cohecho ( C.P. Arts. 391 y 392)
- Celebración indebida de contratos. ( C.P. Arts. 394, 395 y 396)
- Rebelión (C.P. Art. 456)
- Sedición (C.P. Art. 457)
Artículo 77. De los jueces penales municipales. Los jueces penales 

municipales conocen:
1. De los procesos por delitos contra el patrimonio económico cuya 

cuantía no exceda de cincuenta (50) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes.

2. De los procesos por delitos que requieran querella de parte, 
cualquiera sea su cuantía, excepto la injuria (C.P. art. 213); calumnia (C.P. 
art. 214); injuria y calumnia indirecta (C.P. art. 215); injuria por vías de 
hecho ( C.P. art. 219); injurias o calumnias recíprocas ( C.P. art. 220).

3. De los procesos por delitos de lesiones personales.
La competencia por la cuantía se fijará definitivamente teniendo en 

cuenta el valor de los salarios mínimos mensuales legales vigentes al 
momento de la comisión de la conducta punible.

Artículo 78. De los jueces de ejecución de penas y medidas de 
seguridad. El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad es el 
encargado de hacer cumplir la sanción penal, tendrá como función 
primordial garantizar la legalidad en la ejecución de la misma, salvaguar­
dar los derechos humanos de los condenados y corregir los abusos y 
desviaciones que puedan producirse en su cumplimiento.

Además conocerá:
1. De las decisiones necesarias para que las sentencias ejecutoriadas 

que impongan sanciones penales se cumplan.
2. De la acumulación jurídica de penas en caso de varias sentencias 

condenatorias proferidas en procesos distintos contra la misma persona.
3. Sobre la libertad condicional y su revocatoria.
4. De lo relacionado con la rebaja de la pena, redención de pena por 

trabajo, estudio o enseñanza y sobre la sustitución, suspensión o extinción 
de la sanción penal.

5. De la aprobación de las propuestas que formulen las autoridades 
penitenciarias o de las solicitudes de reconocimiento de beneficios 

administrativos que supongan una modificación en las condiciones de 
cumplimiento de la condena o una reducción del tiempo de privación 
efectiva de la libertad.

6. De la fijación y verificación del lugar y condiciones en que se deba 
cumplir la pena o la medida de seguridad.

7. De la aplicación del principio de favorabilidad cuando debido a una 
ley posterior hubiere lugar a reducción, modificación, sustitución o 
extinción de la acción penal.

8. Del reconocimiento de la ineficacia de la sentencia condenatoria 
cuando la norma incriminadora haya sido declarada inexequible o haya 
perdido su vigencia.

Cuando se trate de procesados o condenados que gocen de fuero 
constitucional o legal, la competencia para la ejecución de las sanciones 
penales permanecerá en la autoridad judicial de conocimiento.

Parágrafo transitorio. En aquellos distritos judiciales donde no se 
hayan creado las plazas de jueces de ejecución de penas y medidas de 
seguridad, cumplirán estas funciones, mientras tanto, los j ueces de instan­
cia respectivos.

Artículo 79. Segunda instancia de las providencias adoptadas por los 
jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad. La apelación 
interpuesta contra las decisiones judiciales proferidas por los jueces de 
ejecución de penas y medidas de seguridad, será resuelta por la sala penal 
de los tribunales del distrito al que pertenezca el juez.

CAPITULO III
Competencia territorial

Artículo 80. División territorial para efecto del juzgamiento. El 
territorio nacional se divide para efectos del juzgamiento en distritos, 
circuitos y municipios, sin perjuicio de lo dispuesto para el evento de los 
jueces de circuito en cabecera de distrito.

La Corte Suprema de Justicia tiene competencia en todo el territorio 
nacional.

Los tribunales superiores de distrito judicial en el correspondiente 
distrito.

Los jueces del circuito en el respectivo circuito, salvo lo dispuesto en 
norma especial.

Los jueces municipales en el respectivo municipio.
Los jueces de ejecución de penas y de medidas de seguridad en el 

respectivo distrito.
Artículo 81. De la Fiscalía General de la Nación. El Fiscal General 

de la Nación y sus delegados tienen competencia en todo el territorio 
nacional. Sin embargo, deberán acusar ante los jueces competentes para 
conocer del proceso.

Artículo 82. A prevención. Cuando la conducta punible se haya 
realizado en varios sitios, en lugar incierto o en el extranjero, conocerá el 
funcionario judicial competente por la naturaleza del asunto, del territorio 
en el cual se haya formulado primero la denuncia o donde primero se 
hubiere avocado la investigación. Si se hubiere iniciado simultáneamente 
en varios sitios, será competente el funcionario judicial del lugar en el cual 
fuere aprehendido el imputado y si fueren varios los capturados, el del 
lugar en que se llevó a cabo la primera aprehensión.

CAPITULO IV
Comisiones

Artículo 83. Comisión. Para la práctica de diligencias, la Corte 
Suprema de Justicia podrá comisionar a cualquier funcionario judicial o 
a sus magistrados auxiliares.

El Fiscal General de la Nación y los fiscales de la Unidad Delegada ante 
la Corte Suprema de Justicia podrán comisionar a los fiscales auxiliares 
adscritos a ésta.

Los tribunales de distrito judicial y otros funcionarios judiciales 
podrán comisionar fuera de su sede, a cualquier autoridad judicial del país 
de igual o inferior categoría.

En la etapa de juzgamiento no podrá comisionarse a ningún funcionario 
de la Fiscalía General de la Nación que haya participado en la etapa de 
instrucción o en la formulación de la acusación.
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la Fiscalía General de la Nación no podrán

ualquier prueba o diligencia a otros funcionarios judiciales 
nes de políc a judicial, conforme a lo dispuesto en el presente

Los funcionarios de 
comisionar a las corpoiaciones judiciales, pero podrán hacerlo para la 
práctica de ci 
o con funciones de po 
Código.

La decisión median|te la cual se comisiona debe establecer con 
precisión las diligencias 
deben realizarse.

que deben practicarse y el término dentro del cual

CAPITULO V
Cambio de radicación

Artículo 84. Finali 
disponerse cuando, en

'dqd y procedencia. El cambio de radicación podrá 
e 

procesal, existan circun 
territorio donde se esté adelantando la actuación 
stancias que puedan afectar el orden público, la 

ependencia de la administración de justicia, las 
la publicidad del juzgamiento, la seguridad o 

integridad personal de

imparcialidad o la ini 
garantías procesales,

los sujetos procesales o de los funcionarios

tud de cambio. Antes de proferirse el fallo de

encargado de decidir.
i ai que esté conociendo de la actuación y los sujetos

judiciales.
Artículo 85. Solici 

primera instancia, podrájsolicitarse el cambio de radicación por cualquie­
ra de los sujetos procesales, el Director Nacional o los directores 
seccionales de la Fisca ía General de la Nación ante el funcionario 
judicial que esté conociendo del proceso, quien enviará la solicitud con 
sus anexos al superior

El funcionario judie 
procesales podrán solio tar el cambio de radicación ante el funcionario 
competente para resolverla.

Artículo 86. Trampa. La solicitud debe ser motivada y a ella se 
acompañarán las pruebas en que se funda. El superior tendrá tres (3) días 
para decidir, mediante aúto contra el cual no procede recurso alguno.

Artículo 87. Fijador del sitio para continuar el proceso. El funcio-
nario judicial competeni e, al disponer el cambio de radicación, señalará 
el lugar donde deba cón inuar el proceso. Cuando el cambio obedezca a 
razones de orden públ 
mental, si fuere neces: 
conveniente la radicación.

Si el tribunal superiorlde distrito, al conocer del cambio de radicación, 
estima conveniente que i ista se haga en otro distrito, la solicitud pasará a 
la Corte Suprema de Justicia para que decida. Negado el cambio, podrá 
el tribunal superior de dis trito disponer lo conveniente dentro del territorio 
de su competencia.

)lícó, se obtendrá del Gobierno Nacional o departa- 
arie •, informe sobre los diferentes sitios donde no sea 
icic n.

CAPITULO VI
azón de la conexidad y el factor subjetivoCompetencia por r

Artículo 88. Unidad procesal. Por cada conducta punible se adelantará 
una sola actuación proc< sal, cualquiera que sea el número de autores o 
partícipes, salvo las ex<

Las conductas puní 
mente. La ruptura de 1< 
afecte las garantías coi 

capciones constitucionales o legales.
íibl ;s conexas se investigarán y juzgarán conjunta- 
a unidad procesal no genera nulidad siempre que no 
>i:.s

Artículo 89. Conexidad. Se decretará solamente en la etapa de
jtucionales.

investigación, cuando:
1. La conducta punible haya sido cometida en coparticipación criminal.
2. Se impute a una pi friona la comisión de más de una conducta punible 

ó i o varias acciones u omisiones, realizadas concon una acción u omi sí
¡ai.
ie sona la comisión de varias conductas punibles, 
I izado con el fin de facilitar la ejecución o procurar 
o con ocasión o como consecuencia de otra.

unidad de tiempo y lug
3. Se impute a una p 

cuando unas se han real 
la impunidad de otras,

4. Se impute a una o m¡ is personas la comisión de una o varias conductas 
punibles en las que exista homogeneidad en el modo de actuar de los 
autores o partícipes, rdlí ción razonable de lugar y tiempo, y la prueba 
aportada a una de las in\ estigaciones pueda influir en la otra.

Artículo 90. Compete
conductas punibles cotae xas conocerá de ellas el funcionario de mayor 
jerarquía de acuerdo cor la competencia por razón del fuero legal o la 

tcia por conexidad. Cuando deban investigarse

naturaleza del asunto; si corresponden a la misma jerarquía será factor de 
competencia el territorio, en forma excluyente y preferente en el siguiente 
orden donde se haya cometido el delito más grave; donde se haya realizado 
el mayor número de delitos; donde se haya producido la primera aprehen­
sión o donde se haya proferido primero apertura de instrucción.

Artículo 91. Ruptura de la unidad procesal. Además de lo previsto en 
otras disposiciones, no se conservará la unidad procesal en los siguientes 
casos:

1. Cuando en la comisión de la conducta punible intervenga una persona 
para cuyo juzgamiento exista fuero constitucional que implique cambio de 
competencia o que esté atribuido a una jurisdicción especial.

2. Cuando la resolución de cierre de investigación sea parcial o la 
resolución de acusación no comprenda todos las conductas punibles, o a 
todos los autores o partícipes.

3. Cuando se decrete nulidad parcial de la actuación procesal que 
obligue a reponer el trámite en relación con uno de los sindicados o de las 
conductas punibles.

4. Cuando no se haya proferido para todos los delitos o todos los 
procesados sentencia anticipada.

5. Cuando la terminación del proceso sea producto de la conciliación 
o de la indemnización integral y no comprenda todos las conductas 
punibles o a todos los procesados.

6. Cuando en la etapa de juzgamiento sobrevengan pruebas que 
determinen la posible existencia de otra conducta punible o la vinculación 
de una persona en calidad de autor o partícipe.

Parágrafo. Si la ruptura de la unidad no genera cambio de competencia 
el funcionario que la ordenó continuará conociendo de las actuaciones.

CAPITULO VII
Colisión de competencias

Artículo 92. Concepto. Hay colisión de competencias cuando dos o más 
funcionarios judiciales consideren que a cada uno de ellos corresponde 
adelantar la actuación, o cuando se niegan a conocerla por estimar que no 
es de competencia de ninguno de ellos.

También procede cuando tratándose de delitos conexos, se adelanten 
varias actuaciones procesales de manera simultánea.

Artículo 93. Improcedencia. No puede haber colisión de competen­
cias entre un superior y un inferior, ni entre funcionarios judiciales de 
igual categoría que tengan la misma competencia, salvo las excepcio­
nes de ley.

Artículo 94. Procedimiento. La colisión puede ser provocada de oficio 
o a solicitud de los sujetos procesales, cuando existan razones serias y así 
lo indique el acervo probatorio.

El funcionario judicial que la proponga se dirigirá al otro exponiendo 
los motivos que tiene para conocer o no del caso concreto. Si éste no lo 
aceptare, contestará dando la razón de su renuencia, y en tal caso dará 
cuenta al funcionario judicial competente, para que dentro de los tres (3) 
días siguientes decida de plano la colisión.

Artículo 95. Cómo se promueve. Cualquiera de los sujetos procesales 
puede suscitar la colisión de competencias por medio de memorial 
dirigido al funcionario judicial que esté conociendo de la actuación 
procesal o al que considere competente para dicho conocimiento. Si el 
funcionario judicial ante quien se formula la solicitud la hallare fundada, 
provocará la colisión de competencias.

Artículo 96. Efectos. Provocada la colisión no se suspenderá la 
actuación procesal, salvo que se encuentre en la etapa de juzgamiento, pero 
las nulidades a que hubiere lugar sólo podrán ser decretadas por el 
funcionario judicial en quien quede radicada la competencia. Mientras se 
dirime la colisión, lo referente a las medidas cautelares será resuelto por 
el funcionario judicial que tuviere el proceso en el momento en que deba 
tomarse la respectiva decisión.

En todo caso no se podrá proferir sentencia hasta que se haya dirimido 
el conflicto.

Artículo 97. Conflicto por reparto. Cuando se suscite conflicto por 
razón del reparto de una actuación procesal, será resuelto por el funcio­
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nario que esté de reparto o por el respectivo jefe de unidad, director 
seccional o el Director Nacional de la Fiscalía General de la Nación.

CAPITULO VIII
Impedimentos y recusaciones

Artículo 98. Causales de impedimento. Son causales de impedimento:
1. Que el funcionario judicial, su cónyuge o compañero permanente, 

o algún pariente suyo dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o primero civil, tenga interés en la actuación procesal.

2. Que el funcionario judicial sea acreedor o deudor de alguno de los 
sujetos procesales, del denunciante o del perjudicado, de su cónyuge o 
compañero permanente, o algún pariente dentro del cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

3. Que el funcionario judicial, o su cónyuge o compañero permanente, 
sea pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o primero civil, del apoderado o defensor de alguno de los sujetos 
procesales.

4. Que el funcionario judicial haya sido apoderado o defensor de alguno 
de los sujetos procesales, o sea o haya sido contraparte de cualquiera de 
ellos, o haya dado consejo o manifestado su opinión sobre el asunto materia 
del proceso.

5. Que exista amistad íntima o enemistad grave entre alguno de los 
sujetos procesales, denunciante o perjudicado y el funcionario judicial.

6. Que el funcionario haya dictado la providencia cuya revisión se trata 
o hubiere participado dentro del proceso o sea cónyuge o compañero 
permanente, pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o primero civil, del inferior que dictó la providencia que se 
va a revisar.

7. Que el funcionario judicial haya dejado vencer, sin actuar, los 
términos que la ley señale al efecto a menos que la demora sea debidamente 
justificada.

8. Que el funcionario judicial, su cónyuge o compañero permanente, 
o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad 
o primero civil, sea socio de alguno de los sujetos procesales, del 
denunciante o perjudicado en sociedad colectiva, de responsabilidad 
limitada, en comandita simple o de hecho.

9. Que el funcionario judicial sea heredero o legatario de alguno de los 
sujetos procesales, del denunciante o perjudicado, o lo sea su cónyuge o 
compañero permanente, o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado 
de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

10. Que el funcionario judicial haya estado vinculado legalmente a una 
investigación penal o disciplinaria en la que se le hayan formulado cargos, 
por denuncia instaurada antes de que se inicie el proceso, por alguno de 
los sujetos procesales.

Si la denuncia fuere formulada con posterioridad a la iniciación del 
proceso procederá el impedimento cuando se vincule jurídicamente al 
funcionario judicial.

11. Que el juez haya actuado como fiscal.
12. Que el fiscal delegado haya proferido resolución calificatoria y esta 

fuere modificada o revocada.
Artículo 99. Declaración de impedimento. Los funcionarios judiciales 

deben declararse impedidos para conocer de actuaciones penales cuando 
exista respecto de ellos alguna causal de impedimento, tan pronto como 
se advierta su existencia a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes.

Artículo 100. Procedimiento en caso de impedimento. En la misma 
providencia en que el funcionario judicial manifieste el impedimento 
pasará la actuación a quien le sigue en turno o a otro del lugar más cercano, 
si en el sitio no hubiere más de uno de la categoría del impedido o todos 
estuvieren impedidos.

En caso de presentarse discusión sobre el funcionario a quien corres­
ponda continuar el trámite de la actuación, decidirá de plano el superior 
funcional de quien se declaró impedido. Para tal efecto, el funcionario que 
tenga el expediente enviará el cuaderno original a la autoridad que deba 
resolver lo pertinente.

Artículo 101. Impedimento del Fiscal General de la Nación. Si el 
Fiscal General de la Nación se declarare impedido o no aceptare la 
recusación, enviará la actuación a la Sala Plena de la Corte Suprema de 
Justicia, para que resuelva de plano.

Si prosperare el impedimento o la recusación, continuará conociendo 
de la actuación el Vicefiscal General de la Nación.

Artículo 102. Impedimento de magistrado. Del impedimento manifes­
tado por un magistrado conocen los demás que conforman la sala respec­
tiva. Aceptado el impedimento del magistrado, se complementará la Sala 
con quien le siga en tumo y si hubiere necesidad, se sorteará un conjuez. 
Si no se aceptare el impedimento, tratándose de magistrado de tribunal 
superior, se pasará el proceso a la Corte Suprema de Justicia para que 
dirima de plano la cuestión.

Si el magistrado fuere de la Corte Suprema de Justicia y la sala 
rechazare el impedimento, la decisión de ésta lo obligará.

Artículo 103. Impedimento conjunto. Si la causal de impedimento se 
extiende a varios integrantes de la Sala, el trámite se hará cqnjuntamente.

Artículo 104. Requisitos y formas de recusación. Si el funcionario 
judicial en quien concurra alguna de las causales de impedimento no lo 
declarare, cualquiera de los sujetos procesales podrá recusarlo.

La recusación se propondrá por escrito ante el funcionario judicial que 
conoce del asunto, acompañando las pruebas, cuando fuere posible, y 
exponiendo los motivos en que se funde.

Artículo 105. Aceptación o rechazo de la recusación. Si el funcionario 
judicial recusado tuviere como ciertos los hechos en que la recusación se 
funda, se continuará el trámite previsto cuando se admite causal de 
impedimento. En caso de no aceptarse, se enviará a quien le corresponde 
resolver para que decida de plano, si la recusación versa sobre magistrado 
decidirán los restantes magistrados de la sala.

Presentada la recusación, el funcionario resolverá inmediatamente 
mediante providencia motivada.

Artículo 106. Improcedencia del impedimento y de la recusación. No 
están impedidos, ni son recusables los funcionarios judiciales a quienes 
corresponda decidir el incidente. No habrá lugar a recusación cuando el 
motivo del impedimento surja del cambio de defensor de uno de los sujetos 
procesales, a menos que la formule la parte contraria o el Ministerio 
Público.

Artículo 107. Suspensión de la actuación procesal. Desde cuando se 
presente la recusación o se manifieste el impedimento del funcionario 
judicial hasta que se resuelva definitivamente, se suspenderá la actuación.

La definición de la situación jurídica o la libertad del sindicado será 
resuelta por el funcionario que tenga la actuación en el momento en que se 
formule la solicitud.

Cuando la recusación propuesta por el sindicado o su defensor se 
declare infundada, no correrá la prescripción de la acción entre el 
momento de la petición y la decisión correspondiente.

Artículo 108. Impedimentos y recusación de otros funcionarios o 
empleados. Las causales de impedimento y las sanciones se aplicarán a 
los miembros de los organismos que cumplan funciones permanentes o 
transitorias de policía judicial, a los agentes del Ministerio Público y a los 
empleados de los despachos judiciales y de la Fiscalía, quienes pondrán 
en conocimiento de su inmediato superior el impedimento que exista, sin 
perjuicio de que los interesados puedan recusarlos, si no lo manifiestan 
dentro del término señalado para ello. El superior decidirá de plano, si 
hallare fundada la causal de recusación o impedimento procederá a 
remplazarlo.

Cuando se trate de impedimento o recusación de personero municipal, 
la manifestación se hará ante el procurador provincial de su jurisdicción, 
quien procederá a remplazarlo, si hubiere lugar a ello, por un funcionario 
de su propia dependencia o de la misma personería, o por el personero del 
municipio más cercano.

En los casos de la Procuraduría General de la Nación, Fiscalía General 
de la Nación y demás entidades que tengan funciones de policía judicial, 
se entenderá por superior la persona que indique la respectiva autoridad, 
conforme a su estructura.
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En estos casos no se suspenderá la actuación.
Artículo 109. Desapc rición de la causal. En ningún caso se recuperará 

la competencia por la desaparición de la causal de impedimento.
Artículo 110. Improcedencia de la impugnación. Las decisiones que 

se profieran en el trámite de un impedimento o recusación no tendrán 
recurso alguno.

S
TITULO III

UJETOS PROCESALES
CAPITULO I

De la Fiscalía General de la Nación

Íh'a General de la Nación. Componen la Fiscalía 
el Fiscal General de la Nación, los fiscales 

gne para casos especiales y los fiscales delegados 
de Justicia, los tribunales superiores de distrito, los 
y os juzgados municipales. Los directores de la 
Nación de todos los niveles tendrán igualmente la 
erados y actuarán como fiscales especiales. 
pátencia. La instrucción será realizada en forma 
se al General de la Nación y sus delegados con

Artículo 111. Fisco 
General de la Naciór 
delegados que éste desi 
ante la Corte Suprema < 
juzgados del circuito 
Fiscalía General de la 1 
calidad de fiscales de <

Artículo 112. Com¡ 
permanente por el Fi> 
competencia en todo el territorio nacional. Se distribuirán de acuerdo al 
volumen de la poblactói i, las necesidades del servicio y la especialidad 
técnica.

Artículo 113. Atribuciones. Corresponde a la Fiscalía General de la 
Nación:

1. Investigar los delitos y acusar a los presuntos infractores ante los 
juzgados y tribunales competentes.

2. Asegurar la comparecencia de los presuntos infractores de la ley 
penal, adoptando las me iidas de aseguramiento.

3. Tomar las medidas necesarias para hacer efectivos el restableci­
miento del derecho y lá i idemnización de los perjuicios ocasionados por 
el delito, cuando a ello hubiere lugar.

4. Calificar y decl
5. Dirigir y coordii 

permanente cumplen 
señale la ley.

ir ir precluidas las investigaciones realizadas, 
lar las funciones de policía judicial que en forma 
a Policía Nacional y los demás organismos que

6. Velar por la protección de las víctimas, testigos e intervinientes en 
proceso.

General de la Nación. Corresponde al Fiscal

gocei 
istitui

de fuero constitucional con las excepciones:n

el proceso.
7. Las demás que le atribuya el estatuto orgánico de la Fiscalía General 

de la Nación.
Artículo 114. Fisca<

General de la Nación:
1. Investigar, calific ir y acusar, si a ello hubiere lugar, a los altos 

funcionarios que 
previstas en la Constituc ón.

2. Cuando lo considc re necesario, y en los casos excepcionales que 
requieran su atención directa, investigar, calificar y acusar, desplazando 
a cualquier fiscal delegác o. Contra las decisiones que tome en desarrollo 
de la instrucción sólo precede el recurso de reposición.

3. Resolverlas recusa ñones que no acepten los fiscales delegados ante 
la Corte Suprema de Jqs

4. Durante la etapa dé 
la eficiencia de la misr 
por un fiscal delegado 
motivada. Contra esta 
siempre deberá info 
sujetos procesales.

5. Investigar, calific
General de la Nación,

> icia.
nstrucción y cuando sea necesario para asegurar 

il ordenar la remisión de la actuación adelantada 
despacho de cualquier otro mediante resolución 

e terminación no procederá recurso alguno, pero 
e al agente del Ministerio Público y los demás

r acusar, si aello hubiere lugar, al Viceprocurador 
Vicefiscal General de la Nación y a los fiscales 

delegados ante la Corte Suprema de Justicia.
cal General de la Nación. Corresponde al 
Nación::1a

Artículo 115. Vict
Vicefiscal General de

1. Representar al Fisc al General de la Nación ante los estamentos del 
Estado y de la sociedad en todas las actuaciones en las que haya sido 
delegado por él.

2. Remplazar al Fiscal General de la Nación en casos de impedimento 
procesal o de recusación aceptada y en sus ausencias temporales o 
definitivas, en este último caso hasta cuando la autoridad nominadora 
efectúe la designación correspondiente.

3. Coordinar bajo la dirección del Fiscal General de la Nación, el 
intercambio de información y de pruebas sobre nacionales o extranjeros 
implicados en delitos cometidos en el exterior.

4. Actuar como fiscal delegado especial en aquellos procesos que 
directamente le asigne el Fiscal General de la Nación.

Artículo 116. Funcionarios judiciales encargados de tramitar los 
recursos de apelación. Dentro de la Fiscalía General de la Nación habrá 
funcionarios judiciales con la función exclusiva de tramitar los recursos 
de apelación y de queja contra las providencias interlocutorias proferidas 
por el fiscal delegado que dirija la investigación.

Parágrafo. Su organización y funcionamiento se reglamentarán en forma 
precisa por el Fiscal General de la Nación.

Artículo 117. Fiscales delegados ante la Corte Suprema de Justicia. 
Corresponde a los fiscales delegados ante la Corte Suprema de Justicia:

1. Investigar, calificar y acusar, si a ello hubiere lugar, a los demás 
servidores públicos con fuero legal y cuyo juzgamiento corresponda en 
única instancia a la Corte Suprema de Justicia.

2. Resolver los recursos de apelación y de queja, interpuestos contra 
las resoluciones interlocutorias proferidas en primera instancia por los 
fiscales delegados ante los tribunales superiores de distrito.

3. Decidir sobre las recusaciones no aceptadas por los fiscales 
delegados ante los tribunales superiores del distrito.

4. Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre fiscales 
delegados ante tribunal superior del mismo distrito o fiscales delegados 
de diferentes distritos.

Artículo 118. Fiscales delegados ante los tribunales superiores de 
distrito. Corresponde a los fiscales delegados ante el tribunal superior de 
distrito:

1. Investigar, calificar y acusar, si a ello hubiere lugar, a los servidores 
públicos cuyo juzgamiento esté atribuido en primera instancia al tribunal 
superior de distrito.

2. Resolver los recursos de apelación y de queja, interpuestos contra 
las resoluciones interlocutorias proferidas en primera instancia por los 
fiscales delegados ante los jueces del circuito, municipales o promiscuos.

3. Decidir sobre las recusaciones no aceptadas por los fiscales 
delegados ante los jueces del circuito, municipales o promiscuos

4. Asignar el conocimiento de la investigación cuando se presente 
colisión de competencias entre los fiscales delegados ante los jueces del 
circuito, municipales y promiscuos del mismo distrito.

Artículo 119. Fiscales delegados ante los jueces de circuito, munici­
pales y promiscuos. Corresponde a los fiscales delegados ante los jueces 
de circuito, municipales y promiscuos:

Investigar, calificar y acusar, si a ello hubiere lugar, a los presuntos 
responsables de las conductas punibles cuyo juzgamiento esté atribuido 
en primera instancia a los jueces del circuito y municipales.

Artículo 120. Medidas de protección a víctimas y testigos. El Fiscal 
General de la Nación directamente o a través de sus delegados puede tomar 
las medidas necesarias para prevenir la intimidación de víctimas, testigos 
y demás intervinientes en el proceso, y proveerles protección y asistencia.

CAPITULO II
Ministerio Público

Artículo 121. Ministerio Público. El Ministerio Público actuará dentro 
del proceso penal en defensa del orden jurídico, del patrimonio público 
o de los derechos y garantías fundamentales, podrá intervenir en todas las 
etapas de la actuación, con plenas facultades de sujeto procesal y será 
ejercido por el Procurador General de la Nación, por sí o por medio de 
sus delegados y agentes.

Parágrafo. Para cumplimiento de sus funciones el Ministerio Público 
en cualquier momento procesal podrá solicitar la remisión de las copias 
completas del expediente, a su costa.
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Artículo 122. Competencia de los personeros municipales. Los 
personeros municipales cumplirán las funciones de ministerio público en 
los asuntos de competencia de los juzgados penales municipales y 
promiscuos, y de los fiscales delegados ante los jueces del circuito, 
municipales y promiscuos, sin perjuicio de que las mismas sean asumidas 
directamente por funcionarios de la Procuraduría General de la Nación.

Artículo 123. Garantía de los derechos humanos. Los agentes del 
ministerio público deben garantizar que en todas las actuaciones se 
respeten los derechos humanos y formularán denuncia por cualquier 
violación a los mismos. Igualmente están obligados a proteger los 
derechos de los condenados y deberán actuar ante los jueces de ejecución 
de penas y medidas de seguridad en todo lo relacionado con las funciones 
de éstos.

Artículo 124. Funciones especiales. Corresponde al agente del minis­
terio público como sujeto procesal, además de otras funciones contempla­
das en este Código:

1. Velar por que en los casos de desistimiento, quien lo formule actúe 
libremente.

2. Solicitar la preclusión de la investigación y la cesación del proce­
dimiento cuando considere que se reúnen los presupuestos necesarios para 
adoptar estas decisiones.

3. En la audiencia pública intervendrá en los casos en que el procesado 
esté amparado por fuero constitucional, en los que se relacionen con 
asuntos de interés público y en aquellos en que hubiese actuado como 
querellante o ejercido la petición especial. Intervenir en la audiencia 
pública para coadyuvar la acusación formulada o solicitar sentencia 
absolutoria.

4. Vigilar el cumplimiento de las obligaciones y prohibiciones impues­
tas en los casos de restricción de la libertad.

5. Igualmente controlará el reparto de las diligencias a fiscales y jueces.
6. Velará por que la conducta de los servidores judiciales se ajuste a 

la ley, hará las denuncias correspondientes cuando infrinjan sus obligacio­
nes constitucionales y legales.

CAPITULO III
Sindicado

Artículo 125. Calidad de sujeto procesal. Se denomina imputado a 
quien se atribuya autoría o participación en la conducta punible. Este 
adquiere la calidad de sindicado y será sujeto procesal desde su vincula­
ción mediante indagatoria o declaratoria de persona ausente.

Artículo 126. Facultades. Para los fines de su defensa el sindicado 
deberá contar con la asistencia de un abogado escogido por él o de oficio. 
Cuando la defensa se ejerza de manera simultánea por el sindicado y su 
defensor, prevalecerán las peticiones de este último.

En todo caso si el sindicado fuere abogado titulado e inscrito, podrá de 
manera expresa aceptar y ejercer su propia defensa sin necesidad de 
apoderado.

Artículo 127. Comunicación del funcionario judicial con el implica­
do. En ningún caso el funcionario judicial podrá comunicarse con el 
implicado sin la presencia de su defensor.

CAPITULO IV
Defensor

Artículo 128. Abogado. Salvo las excepciones legales, para intervenir 
como defensor o apoderado de cualesquiera de los sujetos procesales, se 
requiere ser abogado titulado.

Artículo 129. Vigencia y oportunidad del nombramiento. El nombra­
miento del defensor de confianza o de oficio, hecho desde la vinculación 
a la actuación o en cualquier otro momento posterior, se entenderá hasta 
la finalización del proceso.

Quien se encuentre debidamente vinculado al proceso podrá designar 
defensor, mediante poder autenticado ante autoridad competente y dirigi­
do al funcionario respectivo.

Artículo 130. Defensoría pública. El servicio de defensoría pública, 
bajo la dirección y organización del Defensor del Pueblo, se prestará en 
favor de quienes carecen de recursos económicos para proveer su propia 

defensa a solicitud del sindicado, el ministerio público o el funcionario 
judicial.

Artículo 131. Defensoría de oficio. Cuando el implicado carezca de 
defensor de confianza, el funcionario judicial deberá designarle un 
defensor público, si en el lugar donde se adelanta la actuación procesal 
no existiere o fuere imposible nombrarlo, se escogerá un defensor de 
oficio.

Facúltase a los estudiantes de derecho adscritos a los consultorios 
jurídicos para ejercer la función de defensores en los procesos de 
competencia de los jueces penales municipales.

Artículo 132. Actuación y desplazamiento del defensor. El defensor 
designado por el sindicado podrá actuar a partir del momento en que 
presente el respectivo poder, cuando no fuere presentado personalmente 
requerirá de la correspondiente autenticación, aquel desplazará al defen­
sor que estuviere actuando.

Sólo por estar irregularmente conferido el funcionario judicial deberá 
rechazar el poder de manera inmediata, en este evento el defensor que fue 
desplazado recobrará la legitimación para actuar. En todo caso quien haya 
tenido acceso al expediente está obligado a guardar la reserva debida.

Artículo 133. Incompatibilidad de la defensa. El defensor no podrá 
representar a dos o más sindicados en el mismo o en diferente trámite 
judicial, cuando entre ellos existieren, o sobrevinieren, intereses 
contrarios o incompatibles. Tampoco podrá hacerlo cuando entre él y 
los representados existieren o sobrevinieren intereses contrarios o 
incompatibles.

El funcionario judicial procederá de oficio a declarar la incompatibi­
lidad, mediante providencia contra la cual procede recurso de reposición. 
Dicha decisión será notificada personalmente a los sindicados privados 
de la libertad y se le comunicará al defensor.

Si notificados, no se subsanare la irregularidad, el funcionario provee­
rá para que cada uno de los sindicados tenga su propio defensor. Si los 
sindicados no designaren defensor, el funcionario lo hará de oficio.

Artículo 134. Apoderados suplentes. El defensor y el apoderado de la 
parte civil podrán designar suplentes bajo su responsabilidad, quienes 
intervendrán en la actuación procesal a partir del momento en que se 
presente al despacho el escrito que contenga su designación.

El nombramiento de suplente se entiende revocado cuando se designa 
a otra persona para estos fines.

Los apoderados principales y suplentes no pueden actuar de manera 
simultánea.

Los apoderados principales y suplentes podrán designar como auxilia­
res a estudiantes de derecho, para conocer y enterarse de la actuación 
procesal. Estos auxiliares actuarán bajo la responsabilidad de quien los 
designó y tendrán acceso al expediente, entendiéndose comprometidos a 
guardar la reserva correspondiente si es el caso.

Artículo 135. Sustitución del poder. El defensor principal podrá 
sustituir el poder con expresa autorización del sindicado.

Artículo 136. Obligatoriedad del cargo de defensor de oficio. El cargo 
de defensor de oficio es de forzosa aceptación. En consecuencia, el 
nombrado estará obligado a aceptar y desempeñar el cargo; sólo podrá 
excusarse por enfermedad grave o incompatibilidad de intereses, ser 
servidor público, o tener a su cargo tres (3) o más defensas de oficio o que 
exista una razón que a juicio del funcionario judicial pueda incidir 
negativamente en la defensa del implicado o resultar violatoria de los 
derechos fundamentales de la persona designada.

El defensor designado de oficio que sin justa causa no cumpla con los 
deberes que el cargo le impone, será requerido por el funcionario judicial 
para que lo ejerza o desempeñe, conminándolo con multa hasta de dos (2) 
salarios mínimos mensuales legales vigentes, que impondrá cada vez que 
haya renuencia, sin perjuicio de las otras sanciones establecidas en la ley.

CAPITULO V
Parte Civil

Artículo 137. Definición. Con la finalidad de obtener el restableci­
miento del derecho y el resarcimiento del daño ocasionado por la conducta 
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punible, el perjudicado o sus sucesores, a través de abogado, podrán 
constituirse en parte civil dentro de la actuación penal.

En todo proceso por delito contra la administración pública, será 
obligatoria la constitución de parte civil a cargo de la persona jurídica de 
derecho público perjudicada. Cuando así lo estime necesario la Contraloría 
General de la Nación, cón carácter prevalente y en orden a la transparencia 
de la gestión, podrá intervenir como parte civil y desplazar la constituida 
por las entidades mencionadas.

Cuando el perjudicac o sea la Fiscalía General de la Nación, estará a 
cargo del Director Ejecutivo de la Administración Judicial o por el 
apoderado especial que designe.

CAPITULO VI
T ercero incidental

punible, tenga un derecho económico afectado

limitada al trámite del incidente.

posterioridad a la solicitud o surjan pruebas

a siguiente manera:

Artículo 138. Definición, incidentes procesales y facultades. Es toda 
persona, natural o jurídic a, que sin estar obligada a responder penalmente 
por razón de la conducta, 
dentro de la actuación procesal.

El tercero incidental podrá personalmente o por intermedio de aboga­
do, ejercer las pretensioi íes que le correspondan dentro de la actuación. 
Podrá solicitar la práctica de pruebas relacionadas con su pretensión, 
intervenir en la realizaci 5n de las mismas, interponer recursos contra la 
providencia que decida 01 incidente y contra las demás que se profieran 
en su trámite, así como fe rmular alegaciones de conclusión cuando sea el 
caso. Su actuación queda

Se tramitan como inc dentes procesales:
1. La solicitud de re; titución de bienes muebles o inmuebles, o de 

cauciones, cuando es formulada por persona distinta de los sujetos 
procesales y la decisión no deba ser tomada de plano por el funcionario 
competente.

2. La objeción al dictamen pericial.
3. La determinación ( e los perjuicios ocasionados por la imposición 

de medidas cautelares cuando se hubiere establecido la inocencia por 
providencia de fondo y s empre que no proceda acción civil.

4. Las cuestiones análogas a las anteriores.
Artículo 139. Oportunidad, trámite y decisión. El incidente procesal 

deberá proponerse con base en los motivos existentes al tiempo de su 
formulación y no se admit rá luego incidente similar, a menos que se funde 
en hechos ocurridos con
nuevas.

Salvo disposición leg il en contrario los incidentes se tramitarán en 
cuadernos separados, de a siguiente manera:

1. El escrito deberá c< mtener lo que se solicite, los hechos en que se 
funda y las pruebas con 1 is cuales se pretende demostrar.

2. Del escrito y las pruebas se dará traslado en secretaría por el término 
común de cinco (5) días.

Dentro de este términ j deberá contestarse aportando las pruebas o 
solicitando aquellas en q te se funde la oposición; si no se aceptare la 
petición, deberá manifest irse expresamente.

La no contestación sei entenderá como aceptación de lo pedido.
3. Cuando las partes s, >liciten pruebas, el funcionario que conoce del 

proceso fijará el término
4. Vencido el traslado 

probatorio, si los sujetas 
decretan de oficio. Cope luido el término probatorio, se decidirá de 
acuerdo con lo alegado y 

jara su práctica, que será de diez (10) días, 
de que trata el numeral 2o, se fijará el término 
procesales han solicitado pruebas o estas se

Íjrobado.
CAPITULO VII

o civilmente responsable
Artículo 140. Definición. Es quien sin ser autor o partícipe de la 

comisión de la conduct^ mnible tenga la obligación de indemnizar los 
digo Civil.

perjuicios conforme al C(
Artículo 141. Facultac es. Tiene los mismos derechos y facultades de 

cualquier sujeto procesal.
no se haya notificado debí lamente y se le haya permitido controvertir las 
pruebas en su contra.

No podrá ser condenado en perjuicios cuando

TITULO IV
DE LOS DEBERES Y PODERES

CAPITULO I
De los deberes de los servidores judiciales

Artículo 142. Deberes. Son deberes de los servidores judiciales, según 
corresponda, los siguientes:

1. Resolver los asuntos sometidos a su consideración dentro de los 
términos previstos en la ley y con sujeción a los principios y garantías que 
orientan el ejercicio de la función jurisdiccional.

2. Evitar la lentitud procesal, sancionando y rechazando de plano las 
maniobras dilatorias o manifiestamente inconducentes y así como todos 
aquellos actos contrarios a los deberes de lealtad, probidad, veracidad, 
honradez y buena fe.

3. Denegar y rechazar de plano las peticiones maliciosas, los escritos 
y exposiciones que sean contrarios a la decencia o la respetabilidad de las 
personas, sin perjuicio de la respectiva sanción.

4. Realizar personalmente las tareas que le sean confiadas y 
responder por el uso de la autoridad que les haya sido otorgada o de 
la ejecución de las órdenes que pueda impartir, sin que en ningún caso 
quede exento de la responsabilidad que le incumbe por la que les 
corresponda a sus subordinados.

5. Hacer efectiva la igualdad de los sujetos procesales en el trámite de 
la actuación procesal.

6. Guardar reserva sobre las decisiones que deban dictar dentro de los 
procesos, so pena de incurrir en mala conducta.

7. Mantener debidamente separados y foliados los cuadernos que 
componen la actuación procesal, y en ningún momento remitirlos conjun­
tamente si se tratare de trámites ante el superior.

8. Llevar por duplicado la actuación. Los documentos originales o 
únicos, se allegarán por duplicado en copia o fotocopia autenticada por 
el respectivo secretario.

9. Abstenerse de hacer anotaciones marginales o interlineadas, subra­
yados, dibujos o enmendaduras de cualquier clase en el expediente.

10. Recibir los memoriales dirigidos por los abogados que hayan sido 
reconocidos dentro del proceso, sin requerir presentación personal.

11. Intervenir el Fiscal activamente en la etapa del juicio solicitan­
do pruebas y sustentando la acusación, salvo que aparezca prueba 
conclusiva en contrario. Será obligatoria su asistencia a la audiencia 
preparatoria.

Artículo 143. Medidas correccionales de los funcionarios judiciales.
1. Si al decidir la recusación se encuentra que ella fue ostensiblemente 

infundada, se sancionará al recusante, con una multa de uno (1) hasta diez 
(10) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

2. Quien violare la reserva de la instrucción incurrirá en multa de uno 
(1) a cinco (5) salarios mínimos mensuales legales vigentes, impuesta por 
el funcionario que conoce de la actuación.

La publicación en medio de comunicación de informaciones de carácter 
reservado hará incurrir en sanción a los sujetos procesales responsables 
como al medio de difusión.

La multa imponible a los medios de comunicación por violación de la 
reserva podrá ascender hasta mil (1.000) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes.

3. Imponer a quien impida, obstaculice o no preste la colaboración para 
la realización de cualquier prueba o diligencia durante la actuación 
procesal, arresto inconmutable de uno (1) a treinta (30) días según la 
gravedad de la obstrucción y tomará las medidas conducentes para lograr 
la práctica inmediata de la prueba.

4. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quien 
le falte al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de 
ellas.

5. Será sancionado con multa de un (1) salario mínimo mensual legal 
vigente, quien haga anotaciones marginales o interlineadas subrayados, 
dibujos o enmendaduras de cualquier clase en el expediente.
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6. Imponer al sujeto procesal que solicite pruebas manifiestamente 
inconducentes o impertinentes, multa de uno (1) hasta diez (10) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes.

7. Sancionar con multa de uno (1) hasta diez (10) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes, al sujeto procesal a quien se le compruebe 
haber actuado con temeridad o mala fe.

8. Sancionar con multa de diez (10) hasta cien (100) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes al establecimiento de salud particular que 
reciba o dé entrada a persona lesionada sin dar aviso inmediato a la 
autoridad respectiva.

10. Sancionar con multa de uno (1) hasta diez (10) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes, al sujeto procesal que suscite colisión de 
competencia, sin fundamento en razones serias y soporte probatorio.

Parágrafo primero. Para imponer la sanción contemplada en los 
numerales anteriores será necesario acreditar la falta, obstaculización o 
la violación de la reserva sumarial con certificación de un empleado del 
despacho que haya presenciado el hecho, prueba testimonial o con copia 
del escrito respectivo. Oído en descargos, si la conducta no fuera 
justificada, se impondrá la sanción por medio de providencia motivada 
que deberá notificarse personalmente y sólo será susceptible del recurso 
de reposición.

Ejecutoriada la sanción de arresto se remitirá copia al correspon­
diente funcionario de policía del lugar, quien deberá hacerla cumplir 
inmediatamente.

Si se trata de multa deberá consignarse el dinero dentro de los tres (3) 
días siguientes a la notificación de la providencia que la impone, en caso 
contrario se ejecutará fiscalmente por la autoridad competente.

Parágrafo segundo. Lo señalado en este artículo se aplicará sin 
perjuicio de las investigaciones disciplinarias o penales a que haya lugar.

Artículo 144. Faltas a los deberes. Se considerarán como faltas de los 
servidores públicos a los deberes impuestos en este Código las siguientes:

1. Cuando prospere una causal de recusación o cuando se demuestre que 
el impedimento fue temerario.

2. Violar la reserva de la investigación.
3. Impedir, obstaculizar o no prestar la colaboración para la realización 

de cualquier prueba durante la actuación procesal.
4. Cuando el secretario incumpla con el deber de mantener debidamente 

separados, igualados y foliados los cuadernos del proceso.
5. Hacer anotaciones marginales o interlineadas, subrayados, dibujos 

o enmendaduras de cualquier clase en el expediente.
6. El perito que sin justificación no presentare su dictamen dentro del 

término legal señalado.
7. No dar aviso inmediato a la autoridad respectiva del ingreso de 

persona lesionada a establecimiento de salud.
8. No dar aviso a las autoridades correspondientes dentro de los cinco 

(5) días siguientes a la expedición o cancelación de las órdenes de captura, 
imposición o revocatoria de la medida de aseguramiento.

9. El funcionario judicial que provoque colisión de competencia, sin 
fundamento en razones serias y soporte probatorio.

Parágrafo. Lo señalado en este artículo se aplicará sin perjuicio de las 
investigaciones penales a que haya lugar.

CAPITULO II
De los deberes de los sujetos procesales

Artículo 145. Deberes. Son deberes de los sujetos procesales:
1. Proceder con lealtad y buena fe en todos sus actos.
2. Obrar sin temeridad en sus pretensiones o defensa o en el ejercicio 

de sus derechos procesales.
3. Abstenerse de usar expresiones injuriosas en sus escritos y exposi­

ciones orales y guardar el debido respeto al funcionario judicial a los 
empleados de éste y a los demás intervinientes en la actuación procesal.

4. Comunicar por escrito cualquier cambio de domicilio o del lugar 
señalado para recibir notificaciones personales, so pena de que estas se 
surtan válidamente en el anterior.

5. Concurrir al Despacho cuando sean citados por el funcionario 
judicial y acatar sus órdenes en las audiencias y diligencias.

6. Abstenerse de hacer anotaciones marginales o interlineadas, subra­
yados, dibujos o enmendaduras de cualquier clase en el expediente

7. Aportar los memoriales y documentos por duplicado para que obren 
en la actuación, si se tratare de documentos originales o únicos se allegarán 
al duplicado en copia o fotocopia.

Artículo 146. Temeridad o mala fe. Se considera que ha existido 
temeridad o mala fe, en los siguientes casos:

1. Cuando sea manifiesta la carencia de fundamento legal en la 
denuncia, recurso, incidente o cualquier otra petición formulada dentro de 
la actuación procesal.

2. Cuando a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la realidad.
3. Cuando se utilice cualquier actuación procesal para fines claramente 

ilegales, dolosos o fraudulentos.
4. Cuando se obstruya la práctica de pruebas u otra diligencia.
5. Cuando por cualquier otro medio se entorpezca reiteradamente el 

desarrollo normal de la actuación procesal.
TITULO V

ACTUACION PROCESAL
CAPITULO I

Disposiciones generales
Artículo 147. Requisitos formales de la actuación. Las actuaciones 

deberán adelantarse en idioma castellano y se recogerán por el medio más 
idóneo disponible. Si estuvieren en otro idioma o la persona no pudiere 
expresarse en castellano, se hará la traducción correspondiente o se 
utilizará un intérprete.

Las actas se empezarán con el nombre de la entidad que las practican, 
el lugar, hora, día, mes y año en que se verifiquen y terminarán con las 
firmas de quienes en ella intervinieron. Si se observaren inexactitudes se 
harán las correcciones correspondientes al finalizar éstas.

Si una de las personas que hayan intervenido en la actuación no pudiere 
firmar por alguna circunstancia, se le tomará la impresión digital y firmará 
por ella un testigo, de lo cual se dejará constancia.

En caso de negativa a firmar, lo hará un testigo presente en el momento 
o en su defecto, se dejará constancia de ello.

Artículo 148. Utilización de medios técnicos. En la actuación se 
podrán utilizar los medios mecánicos, electrónicos y técnicos que la 
ciencia ofrezca y que no atenten contra la dignidad humana y las garantías 
constitucionales.

Cuando las diligencias sean recogidas y conservadas en sistemas de 
audio y/o video se levantará un acta en que consten fecha y hora de la 
misma, será suscrita por quienes tomaron parte en ella. El contenido se 
llevará por escrito cuando sea estrictamente necesario.

Artículo 149. Actuación procesal por duplicado. Toda actuación 
penal se adelantará en duplicado. El trámite de segunda instancia se surtirá 
en el cuaderno original.

Si fuere procedente la investigación se continuará en el cuaderno de 
copias.

Artículo 150. Obligación de comparecer. Salvo las excepciones 
legales, toda persona está obligada a comparecer ante el servidor judicial 
que la requiera, cuando sea citada para la práctica de diligencias. La 
desobediencia será sancionada por el funcionario judicial con arresto 
inconmutable de uno (1) a treinta (30) días, y tomará las medidas 
conducentes para lograr la práctica inmediata de la diligencia.

Oído en descargos y si no se encontrare justificada la no comparecencia, 
la sanción se impondrá por medio de providencia motivada que deberá 
notificarse personalmente y sólo será susceptible del recurso de reposición.

Ejecutoriada la sanción de arresto se remitirá copia al correspon­
diente funcionario de policía del lugar, quien deberá hacerla cumplir 
inmediatamente.

Artículo 151. Formas de citación. Las citaciones podrán hacerse por 
los medios y en la forma que el servidor judicial considere eficaces,
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indicando la fecha y hora en que se deba concurrir. En forma sucinta se 
consignarán las razones ó motivos de la citación con la advertencia de las 
sanciones previstas en cajso de desobediencia y dejando expresa constan­
cia en el expediente.

CAPITULO II
Suspensión de la actuación procesal

Artículo 152. Suspensión. El desarrollo de una actuación procesal se 
podrá suspender, cuando] haya causa que lo justifique dejando la constan­
cia y señalando el día y la hora en que deba continuar.

Artículo 153. Prejudicialidadde otra especialidad. Cuando sóbrelos 
elementos constitutivo^ de la conducta punible que se investiga estuviere 
pendiente decisión judicial al tiempo de cometerse, no se calificará el 
mérito de la instrucción mientras dicha decisión no se haya producido.

No obstante, si transcurrido un (1) año desde la oportunidad para 
proferir calificación nq se hubieren decidido definitivamente las cuestio­
nes que determinaron la

Artículo 154. Prejudicialidad penal. Cuando iniciado un proceso 
penal y el fallo que se de 
la decisión dentro de un 
lidad diferente de la penal, lo comunicará al juez que conoce de este, quien 
podrá decretar la suspensión, por el término legal que corresponda o hasta 
la ejecutoria de la provid bncia que ponga fin a la actuación procesal penal.

suspensión, se reanudará la actuación.

>a dictar en él, haya de influir necesariamente en 
proceso de la jurisdicción ordinaria de especia-

CAPITULOIII
Reconstrucción de expedientes

Artículo 155. Procedencia. Cuando se perdiere o destruyere un 
expediente en curso o re querido para tramitar una acción de revisión, el 
funcionario judicial ante quien se tramitaba, deberá practicar todas las 
diligencias necesarias para lograr su reconstrucción.

Las piezas procesales recogidas en soportes lógicos serán reproduci­
das y así se hará constar por el servidor judicial. El Fiscal General de la 
Nación reglamentará la materia.

Con el auxilio de los sujetos procesales, se allegarán copias de las 
diligencias o providenci ls que se hubieren expedido; de la misma manera, 
se solicitarán copias a las entidades oficiales a las que se hayan enviado.

Cuando se hubiere proferido sentencia y se encuentre pendiente su 
ejecución, ésta se adelantará sobre la copia de la decisión que repose en 
el despacho judicial, siia que sea necesaria la reconstrucción de toda la 
actuación por parte del

Artículo 156. Copias. Las copias no objetadas del acto procesal 
realizado en un expediente por reconstruir, probarán su contenido.

Artículo 157. Presunción. Las copias de las providencias hacen 
presumir la existencia 4' 
que se fundan.

Artículo 158. Impos i 
pudieren ser reconstru .< 
continuados, según el c iso, oficiosamente o a petición de alguno de los 
sujetos procesales.

Artículo 159. Actuación con detenido. Quienes estuvieren privados de 
la libertad, continuarán sn tal situación con fundamento en la providencia 
que así lo hubiere dispuesto.

Artículo 160. Excan elación. Cuando se requiera la reconstrucción del 
expediente, los procesa dos podrán solicitar su excarcelación, si pasados 
ciento sesenta (160) dú s de la privación efectiva de su libertad, no se ha 
calificado el mérito de

uez correspondiente.

e la actuación a que se refieren y las pruebas en

bilidad de reconstrucción. Los procesos que no 
dos en su totalidad deberán ser reiniciados o

sumario.
CAPITULO IV

Términos
Artículo 161. Durafión. Los términos procesales serán de horas, días, 

meses y años y se computarán de acuerdo con el calendario.
Para efectos de este < Código, el término de la distancia será el necesario 

para la movilización d; las personas o cosas.
Artículo 162. Ininterrupción de la actuación. Todos los días y horas 

son hábiles para pracjpi :ar diligencias. Los términos legales y judiciales 
nterposición de días feriados, salvo las excepcio-

abiles para practi 
no se suspenden por la 
nes legales.

Artículo 163. Prórroga. Los términos legales o judiciales no pueden 
ser prorrogados sino a petición de los sujetos procesales, realizada antes 
de su vencimiento, por causa grave y justificada.

El funcionario judicial podrá conceder por una (1) sola vez la prórroga, 
que en ningún caso puede exceder en otro tanto al término ordinario.

Artículo 164. Trámite de la prórroga. En caso de prórroga, la 
secretaría registrará en el respectivo expediente el día en que hubiere 
comenzado la prórroga y el día en que culmina.

Artículo 165. Término judicial. El funcionario judicial señalará el 
término en los casos en que la ley no lo haya previsto, sin que pueda exceder 
de cinco (5) días.

Artículo 166. Suspensión. Se suspenderán los términos cuando no haya 
despacho al público por fuerza mayor o caso fortuito.

En la etapa de juzgamiento se suspenden durante los días sábados, 
domingos, festivos, de semana santa y vacaciones colectivas.

Artículo 167. Renuncia. Los sujetos procesales en cuyo favor se 
consagren términos para el ejercicio de un derecho podrán renunciar a 
ellos.

Artículo 168. Término para adoptar decisión. Salvo disposición en 
contrario, el funcionario dispondrá hasta de tres (3) días hábiles para 
proferir las providencias de sustanciación y hasta de diez (10) días hábiles 
para las interlocutorias.

Cuando se refiera a la libertad del sindicado el funcionario judicial 
dispondrá máximo de tres (3) días para proferirla.

CAPITULO V
Providencias

Artículo 169. Clasificación. Las providencias que se dicten en la 
actuación se denominarán resoluciones, autos y sentencias y se clasifican 
así:

1. - Sentencias, si deciden sobre el objeto del proceso, bien en primera 
o segunda instancia, en virtud del recurso de casación o de la acción de 
revisión.

2. Autos interlocutorios, si resuelven algún incidente o aspecto sus­
tancial.

3. Autos de sustanciación, si se limitan a disponer cualquier otro trámite 
de los que la ley establece para dar curso a la actuación o evitan el 
entorpecimiento de la misma.

4. Resoluciones, si las profiere el fiscal. Estas podrán ser interlocutorias 
o de sustanciación.

Artículo 170. Redacción de la sentencia. Toda sentencia contendrá:
1. Un resumen de los hechos investigados.
2. La identidad o individualización del procesado.
3. Un resumen de la acusación y de los alegatos presentados por los 

sujetos procesales.
4. El análisis de los alegatos y la valoración jurídica de las pruebas 

en que ha de fundarse la decisión.
5. La calificación j urídica de los hechos y de la situación del procesado.
6. Los fundamentos jurídicos relacionados con la indemnización de 

perjuicios, en los eventos que proceda.
7. La condena a las penas principal o sustitutiva y accesorias que 

correspondan, o la absolución.
8. La condena en concreto al pago de perjuicios, si a ello hubiere lugar.
9. Si fueren procedentes los mecanismos sustitutivos de la pena 

privativa de la libertad.
10. Los recursos que proceden contra ella.
La parte resolutiva de las sentencias estará precedida de las siguientes 

palabras: “Administrando justicia en nombre de la República y por 
autoridad de la ley”.

Artículo 171. Redacción de las providencias. Las providencias 
interlocutorias contendrán una breve exposición del punto que se trata, los 
fundamentos legales, la decisión que corresponda y los recursos que 
proceden contra ella.
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En las de sustanciación que deban notificarse se señalarán los recursos 
procedentes.

Artículo 172. Providencias de juez colegiado. Los autos de sustanciación 
serán dictados por el magistrado ponente, los autos interlocutorios y las 
sentencias serán proferidas por la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia y la sala de decisión penal de los tribunales.

Las decisiones se tomarán por mayoría absoluta de votos. El magistrado 
disidente tiene la obligación de salvar su voto, dentro de los diez (10) días 
siguientes a la firma, tanto respecto de la parte motiva como de la resolutiva 
de la providencia.

Artículo 173. Copia de providencia para archivo. De todas las 
sentencias y providencias interlocutorias que se dicten en la actuación se 
dejará copia en el respectivo despacho.

Artículo 174. Reposición de providencias originales. Cuando se 
destruyan, pierdan o sustraigan originales de sentencias o providencias 
interlocutorias de las que sea necesario hacer uso y no fuere posible 
recuperarlas, la secretaría tomará copia auténtica de las que hubieren 
quedado en cumplimiento de lo previsto en el artículo anterior o procederá 
conforme con el inciso 2o del artículo 154, y la colocará en el respectivo 
expediente en donde obrarán como original.

Artículo 175. Prohibición de transcripciones y calificaciones ofen­
sivas. En las providencias no se podrá hacer la transcripción de las 
diligencias judiciales, decisiones o conceptos que obren en el proceso ni 
hacer calificaciones ofensivas respecto de las personas que intervienen, 
debiendo limitarse al examen de los hechos y a las conclusiones jurídicas 
que de ellos se deriven.

CAPITULO VI
Notificaciones

Artículo 176. Providencias que deben notificarse. Además de las 
señaladas expresamente en otras disposiciones, se notificarán las siguien­
tes providencias: las interlocutorias, la que pone en conocimiento de los 
sujetos procesales el dictamen de peritos, la que suspende la investigación 
previa, la que declara cerrada la investigación, la que ordena la práctica 
de pruebas en el juicio, la que señala día y hora para la celebración de la 
audiencia pública, la que declara desierto el recurso de apelación, la que 
admite la acción de revisión, las providencias que deniegan los recursos 
de apelación y de casación, la que ordena dar traslado para presentar 
alegatos de conclusión y las sentencias.

En segunda instancia únicamente la que decreta la prescripción de la 
acción o de la pena, la que imponga la medida de aseguramiento y la que 
profiera resolución de acusación.

Las providencias de sustanciación no enunciadas o no previstas de 
manera especial, serán de cumplimiento inmediato y contra ellas no 
procede recurso alguno.

Artículo 177. Clasificación. Las notificaciones pueden ser personal, 
por estado, por edicto, por conducta concluyente y en estrados.

Artículo 178. Personal. Las notificaciones al sindicadoque seencuen- 
tre privado de la libertad, al Fiscal General de la Nación o su delegado 
cuando actúen como sujetos procesales y al ministerio público se harán 
en forma personal.

Las notificaciones al sindicado que no estuviere detenido y a los demás 
sujetos procesales se harán personalmente si se presentaren en la secre­
taría dentro de los tres (3) días siguientes ai de la fecha de la providencia, 
pasado ese término se notificará por estado a los demás sujetos procesales 
que no fueron enterados en forma personal.

La notificación personal se hará por secretaría leyendo íntegramente la 
providencia a la persona a quien se notifique, o permitiendo que ésta lo 
haga.

Artículo 179. Por estado. Cuando no fuere posible la notificación 
personal a los sujetos procesales, se hará la notificación por estado que 
se fijará tres (3) días después, contados a partir de la fecha en que se haya 
realizado la diligencia de citación efectuada por el medio más eficaz o 
mediante telegrama dirigido a la dirección que aparezca registrada en el 
expediente, citación que deberá realizarse a más tardar el día siguiente 
hábil a la fecha de la providencia que deba ser notificada. El estado se 

fijará por el término de un (1) día en secretaría y se dejará constancia de 
la fijación y desfijación.

Artículo 180. Por edicto. La sentencia se notificará por edicto, si no 
fuere posible su notificación personal dentro de los tres (3) días siguientes 
a su expedición. El edicto deberá contener:

1. La palabra edicto en su parte superior.
2. La determinación del proceso de que se trata, del procesado y del 

sujeto pasivo si estuviere determinado, la fecha de la sentencia y la firma 
del secretario.

El edicto se fijará en lugar visible de la secretaría por tres (3) días y 
en él anotará el secretario las fechas y horas de su fijación y desfijación. 
El original se agregará al expediente y una copia se conservará en el 
archivo en orden riguroso de fechas.

La notificación se entenderá surtida al vencimiento del término de 
fijación del edicto.

Artículo 181. Por conducta concluyente. Cuando se hubiere omitido 
la notificación, o se hubiere hecho en forma irregular, se entenderá 
cumplida si la persona hubiere actuado en la diligencia o en el trámite a 
que se refiere la decisión o interpuesto recurso contra ella o de cualquier 
forma la mencione en escrito, audiencia o diligencia que obre en el 
expediente. Se considerará notificada personalmente dicha providencia 
en la fecha de la presentación del escrito o de la realización de la 
diligencia.

Artículo 182. En estrados. Las providencias que se dicten en el curso 
de las audiencias y diligencias, se considerarán notificadas el día en que 
se celebren aunque no hayan concurrido quienes deban intervenir, siempre 
que se hayan respetado las garantías fundamentales.

Artículo 183. Por funcionario comisionado. Cuando la notificación 
deba hacerse en forma personal a quien se halle privado de libertad en 
lugar diferente de aquel en que se adelante la instrucción o el juzgamiento, 
se comisionará a la autoridad encargada del establecimiento de reclusión, 
salvo cuando fuere indispensable la intervención del funcionario judicial.

Artículo 184. En establecimiento de reclusión. La notificación perso­
nal a quien se halle privado de la libertad se hará en el establecimiento de 
reclusión, dejando constancia en la dirección o asesoría jurídica que allí 
se radicó copia de la parte resolutiva de la providencia comunicada, si ella 
se logró o no y cuál la razón; en el expediente constará lo pertinente.

Se entenderá surtida la notificación personal del privado de la libertad 
en la fecha en que se notifique personalmente a su defensor y con la 
constancia que bajo la gravedad del juramento consigne el servidor 
judicial que deba realizarla, en los siguientes eventos:

1. Cuando por voluntad del interno sea imposible su notificación o,
2. Cuando por razones de caso fortuito o fuerza mayor originadas en el 

centro de reclusión la misma no se pueda realizar.
En caso de excusa válida o renuencia a comparecer del defensor se le 

reemplazará por uno público o de oficio con quien se continuará la 
actuación.

CAPITULO VII
Recursos ordinarios

Artículo 185. Clases. Contra las providencias proferidas dentro del 
proceso penal, proceden los recursos de reposición, apelación y de queja, 
que se interpondrán por escrito, salvo disposición en contrario.

Artículo 186. Legitimidad y oportunidad para interponerlos. Salvo 
los casos en que la impugnación deba hacerse en estrados, los recursos 
ordinarios podrán interponerse por quien tenga interés jurídico, desde la 
fecha en que se haya proferido la providencia, hasta cuando hayan 
transcurrido tres (3) días, contados a partir de la última notificación.

En los procesos por delitos contra la Administración Pública el 
denunciante podrá impugnar, por sí o por intermedio de apoderado, las 
decisiones de preclusión de investigación, cesación de procedimiento y 
sentencia absolutoria. Para el efecto se le notificarán tales decisiones.

Artículo 187. Ejecutoria de las providencias. Las providencias 
quedan ejecutoriadas tres (3) días después de notificadas si no se han 
interpuesto los recursos.
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reci
mi:

recursos de hecho, o de apelación contra las 
•rias, quedan ejecutoriadas el día en que sean

finalizar ésta, salvo que se hayan interpuesto 
o diligencia se realizare en varias sesiones, la 
término de la última sesión

La que decide el recurso de casación, salvo cuando se sustituya la 
sentencia materia del mismo, la que lo declara desierto y las que deciden 
la acción de revisión, los 
providencias interlocuto 
suscritas por el funcional io correspondiente.

Las providencias intei locutorias proferidas en audiencia o diligencia 
quedan ejecutoriadas al 
recursos. Si la audiencia 
ejecutoria se producirá a

Artículo 188. Cumplimiento inmediato. Las providencias relativas a 
la libertad y detención, 
cumplirán de inmediato.

Si se niega la suspensión condicional de la ejecución de la pena, la 
captura sólo podrá ordenarse cuando se encuentre en firme la sentencia, 
salvo que durante la acti ación procesal se hubiere proferido medida de 
aseguramiento de detención preventiva.

Artículo 189. Reposic ión. Salvo las excepciones legales, el recurso de 
a las providencias de sustanciación que deban

y las que ordenan medidas preventivas, se

Articulo 189. Reposic 
reposición procede contj 
notificarse y contra las i iterlocutorias de primera o única instancia.

Cuando el recurso de 
vencido el término para 
en secretaría por dos 
que se dejará constancia 
de los tres (3) días siguientes

La reposición interpi 
mismo, una vez oídos k:

Artículo 190. Inimpugnabilidad. La providencia que decide la repo­
sición no es susceptible < e recurso alguno, salvo que contenga puntos que 
no hayan sido decididós en la anterior, caso en el cual podrá interponerse 
recurso respecto de los juntos nuevos, o cuando algunos de los sujetos 
procesales, a consecuencia de la reposición, adquiera interés jurídico 
para recurrir.

Artículo 191. Procedencia de la apelación. Salvo disposición en 
contrario, el recurso d: apelación procede contra la sentencia y las 
providencias interlocutorias de primera instancia.

tis. La apelación de las providencias que se 
:i >n procesal se surtirá en uno de los siguientes

reposición se formule por escrito-y como único, 
impugnar la decisión, la solicitud se mantendrá 
días en traslado a los sujetos procesales, de lo 
Surtido el traslado se decidirá el recurso dentro

iliesta en audiencia o diligencia se decidirá allí 
is demás sujetos procesales.

1 dfc

m el cual no se suspenderá el cumplimiento de la 
el curso de la actuación procesal.

. íto excesivo de términos por parte del funcionario 
i se solicitará por el calificador una visita especial

Artículo 192. Efec> 
profieran en la actuaci 
efectos:

1. Suspensivo. En cu yo caso la competencia del inferior se suspenderá 
desde cuando se profie 'a la providencia que lo conceda, hasta cuando 
regrese el cuaderno al c espacho de origen.

2. Diferido. En cuyo caso se suspenderá el cumplimiento de la 
providencia apelada, ea cepto en lo relativo a la libertad de las personas, 
pero continuará el curso de la actuación procesal ante el inferior en aquello 
que no dependa neceSa lamente de ella.

3. Devolutivo. Caso 
providencia apelada ni

En caso de vencimiei 
de la segunda instancia 
por parte de las autoridades encargadas del control disciplinario.

Artículo 193. Efectc s de las providencias apeladas. Sin perjuicio de 
lo señalado en otras li "
apelación se concederé n en los siguientes efectos:

a) En el suspensivc
1. La que corrige el
2. La que decreta nu
3. La que ordena la preclusión de la investigación o la cesación de 

procedimiento, cuando 
los autores y partícipe:

4. La resolución ini
5. La que califica id
6. La proferida con 

puesto fin a la actuaci<j

isposiciones de este Código, los recursos de

la sentencia y las siguientes providencias: 
error aritmético en la sentencia.
idad en la etapa de juzgamiento.

comprenda todas las conductas punibles y a todos

ibitoria.
investigación.
posterioridad a la decisión ejecutoriada que haya 
•n procesal.

b) En el diferido:
1. La que deniegue la admisión o práctica de alguna prueba solicitada 

oportunamente.
2. La que ordena la preclusión de la investigación o la cesación de 

procedimiento, cuando no comprendan todas las conductas punibles 
investigadas, ni a todos los autores o partícipes.

3. La que ordene desembargo de bienes o reducción del embargo, a 
menos que esté comprendido en providencia cuya apelación deba surtirse 
en el efecto suspensivo.

4. La que disponga la entrega de bienes a una de las partes o a terceros, 
cuando haya oposición o las partes sustenten pretensiones diferentes sobre 
ellos.

5. La que revoque la providencia admisoria de la parte civil, y
c) En el devolutivo:
Todas las demás providencias, salvo que la ley provea otra cosa.
Artículo 194. Sustentación en primera instancia del recurso de 

apelación. Cuando se haya interpuesto como único el recurso de 
apelación, vencido el término para recurrir, el secretario, previa 
constancia dejará el expediente a disposición de quienes apelaron, por 
el término de tres (3) días, para la sustentación respectiva. Precluido 
el término anterior, correrá traslado común a los no recurrentes por el 
término de tres (3) días.

Cuando no se sustente el recurso se declarará desierto, mediante 
providencia de sustanciación contra la cual procede el recurso de 
reposición.

Si fuese viable se concederá en forma inmediata mediante providencia 
de sustanciación en que se indique el efecto en que se concede.

Cuando se interponga como principal el recurso de reposición y 
subsidiario el de apelación, negada la reposición y concedida la apela­
ción, el proceso quedará a disposición de los sujetos procesales en 
traslado común por el término de tres (3) días, para si lo consideran 
conveniente adicionen sus argumentos presentados al momento de inter­
poner la reposición, vencidos los cuales se enviará en forma inmediata la 
actuación al superior.

Cuando se interponga el recurso de apelación en audiencia o diligencia 
se sustentará oralmente dentro de la misma y de ser viable se concederá, 
estableciendo el efecto y se remitirá en forma inmediata al superior.

Artículo 195. Procedencia del recurso de queja. Cuando el funciona­
rio de primera instancia deniegue el recurso de apelación, el reburrente 
podrá interponer el de queja, dentro del término de ejecutoria de la 
decisión que deniega el recurso.

También procede contra la providencia que deniegue el de casación.
Artículo 196. Interposición. Negado el recurso de apelación o el de 

casación, el interesado solicitará copia de la providencia impugnada y de 
las demás piezas pertinentes, las cuales se compulsarán dentro del 
improrrogable término de un (1) día y se enviarán inmediatamente al 
superior.

Artículo 197. Trámite. Dentro de los tres (3) días siguientes al recibo 
de las copias deberá sustentarse el recurso, con la expresión de los 
fundamentos.

Vencido este término se resolverá de plano.
Si el recurso no se sustenta dentro del término indicado, se desechará.
Si el superior necesitare copia de otras piezas de la actuación procesal, 

ordenará al inferior que las remita con la mayor brevedad posible.
Artículo 198. Decisión del recurso. Si el superior concede la apela­

ción, determinará el efecto que le corresponda y comunicará su decisión 
al inferior.

En caso contrario, así lo declarará y enviará la actuación al inferior para 
que forme parte del expediente.

Cuando la Corte Suprema de Justicia declare la procedencia del 
recurso de casación, lo comunicará al tribunal respectivo y reclamará el 
expediente a fin de darle trámite. En caso contrario se procederá conforme 
a lo previsto en el inciso precedente.
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Artículo 199. Desistimiento de los recursos. Podrá desistirse de los 
recursos antes de que el funcionario judicial los decida.

CAPITULO VIII
Segunda instancia

Artículo 200. De providencias interlocutorias. Efectuado el reparto, 
el proceso se pondrá a disposición del funcionario, quien deberá resolver 
el recurso dentro de los diez (10) días siguientes.

Si se trata de juez colegiado, el magistrado ponente dispondrá de diez 
(10) días para presentar proyecto y la sala de un término igual para su 
estudio y decisión.

Artículo 201. De sentencias. Cuando se hubiese concedido el recurso 
de apelación, efectuado el reparto en segunda instancia, el proceso se 
pondrá a disposición del funcionario respectivo, quien deberá resolverlo 
dentro de los quince (15) días siguientes.

Artículo 202. Apelación contra la providencia que decida sobre la 
detención o libertad del sindicado. Cuando se trate de apelación de 
providencias que decidan sobre la detención o libertad del sindicado, se 
resolverán dentro del término máximo de cinco (5) días.

Artículo 203. Competencia del superior. La decisión del superior se 
extenderá a los asuntos que resulten inescindiblemente vinculados al 
objeto de impugnación.

Cuando se trate de sentencia condenatoria el juez no podrá en ningún 
caso imponer o agravar la sanción, salvo que el fiscal o el agente del 
ministerio público o la parte civil, teniendo interés para ello, la hubieren 
recurrido.

CAPITULO IX
Recurso extraordinario de casación

Artículo 204. Procedencia. El recurso extraordinario de casación 
procede contra las sentencias proferidas por los tribunales superiores de 
distrito judicial y el Tribunal Penal Militar en segunda instancia, por los 
delitos que tengan señalada pena privativa de la libertad cuyo máximo sea 
o exceda de ocho (8) años, aun cuando la sanción impuesta haya sido una 
medida de seguridad.

El recurso se extiende a los delitos conexos, aunque la pena prevista 
para éstos sea inferior a la señalada en el inciso anterior.

De manera excepcional, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, 
discrecionalmente, puede aceptar un recurso de casación en casos distin­
tos de los arriba mencionados, a solicitud del procurador, su delegado, o 
del defensor, cuando lo considere necesario para el desarrollo de la 
jurisprudencia o la garantía de los derechos fundamentales.

Artículo 205. Fines de la casación. Son fines primordiales del recurso 
extraordinario de casación la efectividad del derecho material y de las 
garantías debidas a las personas que intervienen en la actuación penal, la 
reparación de los agravios inferidos a las partes por la sentencia recurrida, 
y la unificación de la jurisprudencia nacional.

Artículo 206. Causales. En materia penal el recurso de casación 
procede por los siguientes motivos:

1. Cuando la sentencia sea violatoria de una norma de derecho 
sustancial.

Si la violación de la norma sustancial proviene de error en la aprecia­
ción de determinada prueba, es necesario que así lo alegue el recurrente.

2. Cuando la sentencia no esté en consonancia con los cargos formula­
dos en la acusación.

3. Cuando la sentencia se haya dictado en un juicio viciado de nulidad.
Artículo 207. Cuantía para recurrir. Cuando el recurso de casación 

tenga por objeto únicamente lo referente a la indemnización de perjuicios 
decretados en la sentencia condenatoria, deberá tener como fundamento 
las causales y la cuantía para recurrir establecidas en las normas que 
regulan la casación civil, sin consideración a la pena que corresponde al 
delito o delitos.

Artículo 208. Legitimación para recurrir. El recurso de casación 
podrá ser interpuesto por el procesado, su defensor, el apoderado de la 
parte civil, el Fiscal General de la Nación o su delegado, el ministerio 
público y el tercero civilmente responsable. El procesado no puede 
sustentar el recurso de casación, salvo que sea abogado titulado.

Artículo 209. Oportunidad para interponer el recurso. El recurso de 
casación podrá interponerse, por escrito, dentro de los quince (15) días 
siguientes a la última notificación de la sentencia de segunda instancia.

Artículo 210. Concesión del recurso y traslado a los sujetos 
procesales. Vencido el término para recurriré interpuesto oportunamente 
el recurso por quien tenga derecho a ello, quien haya proferido la sentencia 
decidirá dentro de los tres (3) días siguientes si lo concede, mediante auto 
de sustanciación. Si fuese admitido, ordenará el traslado al recurrente o 
recurrentes por treinta (30) días comunes, para que dentro de este término 
presenten la demanda de casación. Vencido el término anterior, se 
ordenará correr traslado por quince (15) días comunes a los demás sujetos 
procesales para alegar.

Si se presenta demanda, al día siguiente de vencido el término de los 
traslados, se enviará el expediente a la Corte. Si ninguno la sustenta, el 
magistrado de segunda instancia declarará desierto el recurso.

Artículo 211. Requisitos formales de la demanda. La demanda de 
casación se formulará por escrito y deberá contener:

1. La identificación de los sujetos procesales e individualización de 
la sentencia impugnada.

2. Una síntesis de los hechos materia de juzgamiento y de la actuación 
procesal.

3. La causal que se aduzca para pedir la revocación del fallo, indicando 
en forma clara y precisa los fundamentos de ella y citando las normas que 
el recurrente estime infringidas.

4. Si fueren varias las causales invocadas, se expresarán en capítulos 
separados los fundamentos relativos a cada una.

Es permitido formular cargos excluyentes. En estos casos, el recurrente 
debe plantearlos separadamente en el texto de la demanda y de manera 
subsidiaria.

Artículo 212. Resolución sobre la admisibilidad del recurso. Si la 
demanda no reúne los requisitos, se declarará desierto el recurso y se 
devolverá el proceso al tribunal de origen. En caso contrario se correrá 
traslado al procurador delegado en lo penal por un término de veinte (20) 
días para que obligatoriamente emita concepto.

Artículo 213. Principio de no agravación. Cuando se trate de sentencia 
condenatoria sólo se podrá agravar la pena cuando esto haya sido objeto 
del recurso interpuesto por el Fiscal General de la Nación o su delegado, 
el ministerio público o la parte civil, cuando tuvieren interés.

Artículo 214. Limitación del recurso. En principio, la Corte no podrá 
tener en cuenta causales de casación distintas de las que han sido 
expresamente alegadas por el recurrente. Pero tratándose de sentencia 
proferida en un juicio viciado de nulidad, la Corte deberá declararla de 
oficio. Igualmente podrá casar la sentencia cuando sea ostensible que la 
misma atenta contra las garantías fundamentales.

Artículo 215. Decisión del recurso. Cuando la Corte aceptare como 
demostrada alguna de las causales propuestas, procederá así:

1. Si la causal aceptada fuere la primera, la segunda o la de nulidad 
cuando ésta afecte exclusivamente la sentencia impugnada, casará el fallo 
y dictará el que deba remplazarlo.

2. Si la causal aceptada fuere la tercera, salvo la situación a que se 
refiere el numeral anterior, declarará en qué estado queda el proceso y 
dispondrá que se envíe al funcionario competente para que proceda de 
acuerdo con lo resuelto por la Corte.

Artículo 216. Término para decidir el recurso. El magistrado ponente 
tendrá veinte (20) días para registrar el proyecto y la sala decidirá dentro 
de los quince (15) días siguientes.

Artículo 217. Solicitudes de libertad durante el recurso. Las solici­
tudes de libertad que se propongan ante la Corte durante el trámite de este 
recurso, se resolverán sobre el cuaderno de copias y no interrumpirán los 
términos.

CAPITULO X 
Acción de revisión

Artículo 218. Procedencia. La acción de revisión procede contra las 
sentencias ejecutoriadas, en los siguientes casos:
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mdenado o impuesto medida de seguridad a dos 
íi sma conducta punible que no hubiese podido ser 
por un número menor de las sentenciadas.
j dictado sentencia condenatoria o que imponga 
proceso que no podía iniciarse o proseguirse por 
ni, por falta de querella o petición válidamente 

ir otra causal de extinción de la acción penal.

1. Cuando se haya c< 
o más personas por una n 
cometida sino por una c

2. Cuando se hubiet 
medida de seguridad, en 
prescripción de la acero 
formulada, o por cualqui

c e la sentencia condenatoria aparezcan hechos3. Cuando después 
nuevos o surjan prueban, no conocidas al tiempo de los debates, que 
establezcan la inocencia

4. Cuando con posterioridad a la sentencia se demuestre, mediante
del condenado, o su inimputabilidad.

f alio fue determinado por una conducta típica del

re, en sentencia en firme, que el fallo objeto de 
fundamentó en prueba falsa.

imerales 4o y 5o se aplicará también en los casos

despacho que produjo el fallo.

o fotocopia de la decisión de primera y segunda 
i le su ejecutoria, según el caso, proferidas en la 
;e demanda.

eto de la revisión. Este auto será notificado

del absuelto, o a cuyo favor se ordenó cesación 
de procedimiento o príclusión de la investigación, se le notificará 

»ísto no sea posible se le declarará persona ausente

ra a prueba. Recibido el proceso, se abrirá a 
quince (15) días para que las partes soliciten las

decisión en firme, que e 
juez o de un tercero.

5. Cuando se demues 
pedimento de revisión se

6. Cuando mediante pronunciamiento judicial, la Corte haya cambiado 
favorablemente el criterib jurídico que sirvió para sustentar la sentencia 
condenatoria.

Lo dispuesto en los ni 
de preclusión de la investigación, cesación de procedimiento y sentencia 
absolutoria.

Artículo 219. Titulan dad. La acción de revisión podrá ser promovida 
por cualquiera de los suje os procesales que tengan interés jurídico y hayan 
sido legalmente reconocidos dentro de la actuación procesal.

Artículo 220. Instauración. La acción se promoverá por medio de 
escrito dirigido al funcionario competente y deberá contener:

1. La determinación de la actuación procesal cuya revisión se demanda 
con la identificación de

2. La conducta o conductas punibles que motivaron la actuación 
procesal y la decisión.

3. La causal que invoc a y los fundamentos de hecho y de derecho en que 
se apoya la solicitud.

4. La relación de las f ruebas que se aportan para demostrar los hechos 
básicos de la petición.

Se acompañará copia 
instancias y constancia 
actuación cuya revisión

Artículo 221. Trámitle. Repartida la demanda, el magistrado ponente 
examinará si reúne los re quisitos exigidos en el artículo anterior; en caso 
afirmativo la admitirá d jntro de los cinco (5) días siguientes, mediante 
auto de sustanciación que se notificará, en el cual también dispondrá 
solicitar el proceso ob 
personalmente a los no < iemandantes; de no ser posible, se les notificará 
por estado. Si se tratare 
de procedimiento o pr 
personalmente y cuando 
y se le designará defensc r de oficio, con quien se surtirá toda la actuación.

Si la demanda fuere nadmitida, la decisión se tomará mediante auto 
interlocutorio de la sala

Artículo 222. Aperó ü 

prueba por el término de < 
que estimen conducente¡,

Una vez decretadas lí s pruebas, se practicarán dentro de los treinta (30) 
días siguientes.

Artículo 223. Traslado. Vencido el término probatorio, se dará 
traslado común de quin :i 
obligatorio para el demandante hacerlo.

Artículo 224. Térmir o para decidir. Vencido el término para alegar el 
magistrado ponente tendrá diez (10) días para registrar el proyecto y se 
decidirá dentro de los veinte (20) días siguientes.

Artículo 225. Revisión de la sentencia. Si la sala encuentra fundada la 
causal invocada, procederá de la siguiente forma:

l >r la sentencia motivo de la acción y dictará la 
s Donda, cuando se trate de la prescripción de la 

:e (15) días a las partes para que aleguen, siendo

océ<
1. Declarará sin v¡aL 

providencia que corres

acción penal, de ilegitimidad del querellante o caducidad de la querella, 
o cualquier otra causal de extinción de la acción penal y en el evento que 
la causal aludida sea el cambio favorable del criterio jurídico de sentencia 
emanada de la Corte.

2. En los demás casos, la actuación será devuelta a un despacho judicial 
de la misma categoría, diferente de aquel que profirió la decisión, a fin de 
que se tramite nuevamente a partir del momento procesal que se indique.

3. Decretará la libertad provisional y caucionada del procesado. No se 
impondrá caución cuando la acción de revisión se refiera a una causal de 
extinción de la acción penal.

Artículo 226. Impedimento especial. No podrá intervenir en el trámite 
y decisión de esta acción ningún magistrado que haya suscrito la decisión 
objeto de la misma.

CAPITULO XI
Disposiciones comunes al recurso extraordinario de casación 

y la acción de revisión
Artículo 227. Aplicación extensiva. La decisión del recurso de casa­

ción y de la acción de revisión se extenderá a los no recurrentes y 
accionantes, según el caso.

Artículo 228. Desistimiento. Podrá desistirse del recurso o la acción 
hasta antes de su decisión.

TITULO VI
PRUEBAS

CAPITULO I
Principios generales

Artículo 229. Necesidad de la prueba. Toda providencia debe fundarse 
en pruebas legales y oportunamente allegadas a la actuación.

No se podrá dictar sentencia condenatoria sin que obren en el proceso 
pruebas que conduzcan a la certeza de la conducta punible y la responsa­
bilidad del procesado.

Artículo 230. Medios de prueba. Son medios de prueba la inspección, 
la peritación, el documento, el testimonio, la confesión y el indicio.

El funcionario practicará las pruebas no previstas en este Código, de 
acuerdo con las disposiciones que regulen medios semejantes o según su 
prudente juicio, respetando siempre los derechos fundamentales.

Artículo 231. Imparcialidad del funcionario en la búsqueda de la 
prueba. El funcionario j udicial buscará la determinación de la verdad real. 
Para ello debe averiguar, con igual celo, las circunstancias que demuestren 
la existencia de la conducta punible, las que agraven, atenúen o exoneren 
de responsabilidad al procesado y las que tiendan a demostrar su 
inocencia.

Durante el juzgamiento, la carga de la prueba de la conducta punible y 
de la responsabilidad del procesado corresponde a la Fiscalía. El juez 
podrá decretar pruebas de oficio.

Artículo 232. Rechazo de las pruebas. Se inadmitirán las pruebas que 
no conduzcan a establecer la verdad sobre los hechos materia del proceso 
o las que hayan sido obtenidas en forma ilegal para determinar la 
responsabilidad. El funcionario judicial rechazará mediante providencia 
interlocutoria la práctica de las legalmente prohibidas o ineficaces, las que 
versen sobre hechos notoriamente impertinentes y las manifiestamente 
superfluas.

Artículo 233. Publicidad. Durante el juzgamiento no habrá reserva y 
las pruebas podrán ser de público conocimiento. En la instrucción la 
prueba será conocida únicamente por los sujetos procesales.

Artículo 234. Libertad probatoria. Los elementos constitutivos de la 
conducta punible, la responsabilidad del procesado, las causales de 
agravación y atenuación punitiva, las que excluyen la responsabilidad, la 
naturaleza y cuantía de los perjuicios, podrán demostrarse con cualquier 
medio probatorio, a menos que la ley exija prueba especial, respetando 
siempre los derechos fundamentales.

Artículo 235. Apreciación de las pruebas. Las pruebas deberán ser 
apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica.

El funcionario judicial expondrá siempre razonadamente el mérito que 
le asigne a cada prueba.
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Artículo 236. Prueba trasladada. Las pruebas practicadas válidamen­
te en una actuación judicial o administrativa dentro o fuera del país, podrán 
trasladarse a otra en copia auténtica y serán apreciadas de acuerdo con las 
reglas previstas en este Código.

Si se hubieren producido en otro idioma, las copias deberán ser vertidas 
al castellano por un traductor oficial.

Artículo 237. Sentencias condenatorias. Cuando un colombiano por 
nacimiento haya sido condenado en el exterior y esta providencia se 
encuentre debidamente ejecutoriada, el funcionario judicial que fuere 
competente de acuerdo con la legislación colombiana para conocer de la 
conducta punible, podrá sin necesidad de exequátur, incorporar la senten­
cia como prueba al proceso que se adelante o llegare a adelantarse en el 
país.

Artículo 238. Aseguramiento de la prueba. El funcionario judicial 
deberá tomar las medidas necesarias para evitar que los elementos 
materiales de prueba sean alterados, ocultados o destruidos. Con tal fin 
podrá ordenar, entre otras medidas, la vigilancia especial de las personas, 
de los muebles o inmuebles, el sellamiento deéstos, laretención de medios 
de transporte, la incautación de papeles, libros y otros documentos.

Artículo 239. Asesores especializados. El funcionario judicial podrá 
solicitar de entidades oficiales o privadas, la designación de expertos en 
determinada ciencia, arte o técnica, cuando quiera que la naturaleza de las 
conductas punibles que se investigan requiera de la ilustración de tales 
expertos.

Los asesores designados tomarán posesión como los peritos y tendrán 
acceso al expediente en la medida en que su función lo exija, obligándose 
a guardar la reserva debida.

El director de la entidad o dependencia oficial o privada cumplirá 
inmediatamente el requerimiento del funcionario judicial.

CAPITULO II
Inspección

Artículo 240. Procedencia. Mediante la inspección se comprobará el 
estado de las personas, lugares, los rastros y otros efectos materiales que 
fueren de utilidad para la averiguación de la conducta o la individualiza­
ción de los autores o partícipes en ella. Se extenderá acta que describirá 
detalladamente esos elementos, y se consignarán las manifestaciones que 
hagan las personas que intervengan en la diligencia. Los elementos 
probatorios útiles se recogerán y conservarán.

Cuando se vaya a realizar una inspección se informará al agente del 
ministerio público que corresponda, para que si lo considera pertinente 
intervenga en la diligencia.

Artículo 241. Requisitos. La inspección se decretará por medio de 
providencia que exprese con claridad los puntos materia de la diligencia, 
el lugar, la fecha y la hora. Cuando fuere necesario, el funcionario judicial 
designará perito en la misma providencia, o en el momento de realizarla. 
Sin embargo, de oficio o a petición de cualquier sujeto procesal, podrá 
ampliar en el momento de la diligencia los puntos que han de ser objeto 
de la inspección.

La inspección que se practique en la investigación previa no requiere 
providencia que la ordene. En la instrucción se puede omitir ésta, pero 
practicada y asegurados los elementos probatorios, se pondrán a dispo­
sición de las partes por el término de tres (3) días para que soliciten adición 
de la diligencia, si fuere del caso.

Artículo 242. Participación del imputado y el testigo en el lugar de 
los hechos. El funcionario judicial podrá ordenar que se conduzca al 
imputado o al testigo al lugar en que hubieren ocurrido los hechos, a fin 
de interrogarlos allí y poner en su presencia los objetos sobre los cuales 
hubiere de versal- la declaración.

Podrá también hacer que el testigo describa detalladamente dichos 
objetos y que los reconozca entre otros semejantes o adoptar las medidas 
que su prudencia le sugiera, para asegurarse de la exactitud de la 
declaración.

Artículo 243. Operaciones técnicas. Para mayor eficacia de la inspec­
ción, requisa o registro, se pueden ordenar por parte del funcionario 
judicial las operaciones técnicas o científicas pertinentes.

Los resultados se plasmarán en el acta.
Artículo 244. Examen médico o clínico. Para los efectos de la 

comprobación de la conducta punible, sus circunstancias y el grado de 
responsabilidad del procesado, el funcionario judicial podrá ordenar que 
a éste le sean realizados los exámenes médicos o clínicos necesarios, los 
que en ningún caso podrán violar sus derechos fundamentales.

CAPITULO III
Prueba pericial

Artículo 245. Procedencia. Cuando se requieran conocimientos espe­
ciales científicos, técnicos o artísticos, el funcionario judicial decretará 
la prueba pericial.

Artículo 246. Posesión de asesores especializados. El perito designa­
do por nombramiento especial tomará posesión del cargo prestando el 
juramento legal y explicará la experiencia que tiene para rendir el 
dictamen.

Artículo 247. Requisitos. El dictamen debe ser claro, preciso y 
detallado; en él se explicarán los exámenes, experimentos e investigacio­
nes efectuadas, lo mismo que los fundamentos técnicos, científicos o 
artísticos de las conclusiones.

Cuando se designen varios peritos, conjuntamente practicarán las 
diligencias y harán los estudios o investigaciones pertinentes para emitir 
el dictamen.

Cuando hubiere discrepancia, cada uno extenderá su dictamen por 
separado. En todos los casos, a los peritos se les advertirá sobre la 
prohibición absoluta de emitir en el dictamen cualquier juicio de respon­
sabilidad penal.

Artículo 248. Cuestionario. El funcionario judicial, en la providencia 
que decrete la práctica de la prueba pericial, planteará los cuestionarios 
que deban ser absueltos por el perito, presentados por los sujetos 
procesales y el que de oficio considere pertinente.

Artículo 249. Término para rendir el dictamen. El perito presentará 
su dictamen por escrito o por el medio más eficaz, dentro del término que 
el funcionario judicial le señale, el cual puede ser prorrogado por una sola 
vez, a petición del mismo perito.

Si no presentara el dictamen dentro del término, se le reemplazará y 
si no existiere justificación se le sancionará.

Artículo 250. Contradicción del dictamen. Cuando el funcionario 
judicial reciba el dictamen, procederá en la siguiente forma:

1. Verificará si cumple con los requisitos señalados en este Código.
En caso contrario ordenará que el perito lo elabore cumpliendo con 

ellos. No se admitirá como dictamen la simple expresión de las 
conclusiones.

2. Si cumple con los requisitos indicados, se correrá traslado a los 
sujetos procesales por el término de tres (3) días para que soliciten su 
aclaración, ampliación o adición. Para la ampliación o adición el funcio­
nario judicial fijará término.

Artículo 251. Objeción del dictamen. La objeción podrá proponerse 
hasta antes de que finalice la audiencia pública.

En el escrito de objeción se debe precisar el error y se solicitarán las 
pruebas para demostrarlo. Se tramitará como incidente.

El dictamen rendido como prueba de las objeciones no es objetable, 
pero dentro del término del traslado, las partes podrán pedir que se aclare, 
se adicione o se amplíe.

Si no prospera la objeción, el funcionario apreciará conjuntamente los 
dictámenes practicados. Si prospera aquella, podrá acoger el practicado 
para probar la objeción o decretar de oficio uno nuevo, que será inobjetable, 
pero del cual se dará traslado para que las partes puedan pedir que se 
aclare, adicione o amplíe.

Artículo 252. Comparecencia de los peritos a la audiencia. Los 
sujetos procesales podrán solicitar al juez que haga comparecer a los 
peritos, para que confórme al cuestionario previamente presentado, 
expliquen los dictámenes que hayan rendido y respondan las preguntas que 
sean procedentes; el juez podrá ordenarlo oficiosamente.
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iopara la apreciación del dictamen. Al apreciar 
a cuenta la precisión y calidad de sus fundamentos, 
tos y los demás elementos probatorios que obren

-

Artículo 253. Criter 
el dictamen se tendrán e 
la idoneidad de los peri 
en el proceso.

Artículo 254. Impedimentos y recusaciones. Los peritos están impe­
didos y son recusables 3or las mismas causas que los funcionarios 
judiciales.

Del impedimento o recusación conocerá el funcionario que haya 
dispuesto la prueba y resolverá de plano.

»r las mismas causas que los funcionarios

CAPITULO IV
Documentos

Artículo 255. Aporte. Los documentos se aportarán en original o copia 
auténtica. En caso de no ser posible, se reconocerán en inspección, dentro 
de la cual se obtendrá copia. Si fuere indispensable, se tomará el original 
y se dejará copia auténtica.

Artículo 256. Obligación de entregar documentos. Salvo las excep­
ciones legales, quien tenga en su poder documentos que se requieran en un 
proceso penal, tiene la obligación de entregarlos o permitir su conocimien­
to al funcionario que lo solicite.

Cuando se trate de persona jurídica, la orden de solicitud de documen­
tos se notificará al representante legal en quien recaerá la obligación de 
entregar aquellos que se Encuentren en su poder y que conforme a la ley 
ésta tenga la obligación de conservar. La información deberá entregarse 
en un término máximo de diez (10) días, y su incumplimiento acarreará las 
sanciones previstas.

El funcionario aprehenderá los documentos cuya entrega o conocimien­
to le fuere negado e impondrá las sanciones que corresponda.

No están sujetos a las sanciones previstas en el inciso anterior, las 
personas exentas del deber de denunciar o declarar

Artículo 257. Documento tachado de falso. Cuando el documento 
tachado de falso se hallare en otro proceso, el funcionario judicial 
ordenará que se le envíe el original, si lo considera necesario, y lo agregará 
al expediente. Lo decidido sobre el documento tachado de falso se 
comunicará al funcionario 
dicho documento.

Artículo 258. Recono cimiento tácito. Se presumen auténticos los 
documentos cuando el sujeto procesal contra el cual se aducen no 
manifieste su inconformidad con los hechos o las cosas que expresan, antes 
de la finalización de la audiencia pública

Artículo 259. Informés 
entidades públicas o priva 
informes técnicos o cientí 
sus libros o consten en su¡ 
interesen a la investigació

Artículo 260. Requisit w. Los informes se rendirán bajo juramento, 
serán motivados y en ellos! e explicará fundadamente el origen de los datos 
que se están suministrandc>.

Artículo 261. Traslado 
las partes por el término 
aclaraciones o complemei raciones.

que conozca del proceso en que se encontraba

técnicos. Los funcionarios podrán requerir a 
las, que no sean parte en la actuación procesal, 
icos sobre datos que aparezcan registrados en 
archivos, destinados a demostrar hechos que 

i o al juzgamiento.

Los informes se pondrán en conocimiento de 
de tres (3) días para que se puedan solicitar

CAPITULO V
Testimonio

Artículo 262. Deber d? rendir testimonio. Toda persona está en la 
obligación de rendir bajo _ uramento el testimonio que se le solicita en la. 
actuación procesal, salvo as excepciones constitucionales y legales. Al 
testigo menor de doce (12) años no se le recibirá juramento y en la 
diligencia deberá estar asistido, en lo posible, por su representante legal 
o por un pariente mayor de edad a quien se le tomará juramento acerca de 
la reserva de la diligencia.

Artículo 263. Excepción al deber de declarar. Nadie podrá ser 
obligado a declarar contrá sí mismo o contra su cónyuge, compañera o 
compañero permanente o [ larientes dentro del cuarto grado de consangui­
nidad, segundo de afinidad o primero civil.

El servidor público infe rmará de este derecho a toda persona que vaya 
a rendir testimonio.

Artículo 264. Excepciones por oficio o profesión. No están obligados 
a declarar sobre aquello que se les ha confiado o ha llegado a su 
conocimiento por razón de su ministerio, profesión u oficio:

1. Los ministros de cualquier culto admitido en la República.
2. Los abogados.
3. Cualquier otra persona que por disposición legal pueda o deba 

guardar secreto.
Artículo 265. Amonestación previa al juramento. Toda autoridad a 

quien corresponda tomar juramento, amonestará previamente a quien debe 
prestarlo acerca de la importancia moral y legal del acto y las sanciones 
penales establecidas contra los que declaren falsamente o incumplan lo 
prometido, para lo cual se leerán las respectivas disposiciones. Acto 
seguido se tomará el juramento.

Artículo 266. Testigo impedido para concurrir. Si el testigo estuviere 
físicamente impedido para concurrir al despacho del funcionario, será 
interrogado en el lugar en que se encuentre.

Artículo 267. Testimonio por certificación jurada. El Presidente de 
la República, el Vicepresidente de la República, los ministros del 
despacho, los senadores y representantes a la Cámara, los magistrados de 
la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional, del Consejo de 
Estado, del Consejo Superior de la Judicatura y miembros del Consejo 
Nacional Electoral, el Fiscal y Vicefiscal General de la Nación y sus 
delegados, el Procurador y Viceprocurador General de la Nación y sus 
delegados; los directores Nacional y Seccionales de Fiscalías; el Defen­
sor del Pueblo, el Contralor General de la República, el Registrador 
Nacional del Estado Civil, los directores de departamentos administrati­
vos, el Contador General de la Nación, el gerente y los miembros de la junta 
directiva del Banco de la República, los magistrados de los tribunales, los 
gobernadores de departamento, cardenales, obispos o ministros de igual 
jerarquía que pertenezcan a otras religiones, jueces de la República, el 
Alcalde Mayor de Santafé de Bogotá, los alcaldes municipales, los 
generales en servicio activo, los agentes diplomáticos y consulares de 
Colombia en el exterior, rendirán su testimonio por medio de certificación 
jurada, y con este objeto se les notificará y formulará un cuestionario, 
indicando de manera sucinta los hechos objeto de declaración.

La certificación jurada debe devolverse al despacho de origen dentro 
de los ocho (8) días siguientes a la recepción del cuestionario.

Quien se abstenga de rendir el testimonio a que está obligado o lo 
demore, incurrirá en falta por incumplimiento a sus deberes. El funcionario 
que haya requerido la certificación pondrá el hecho en conocimiento de 
la autoridad encargada de juzgar al renuente.

El derecho a rendir certificación jurada es renunciable.
Artículo 268. Testimonio de agente diplomático. Cuando se requiera 

testimonio de un ministro o agente diplomático de Nación extranjera 
acreditado en Colombia o de una persona de su comitiva o familia, se le 
remitirá al embajador o agente, por conducto del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, nota suplicatoria con cuestionario y copia de lo pertinente para 
que, si él tiene a bien, declare por medio de certificación jurada o permita 
declarar en la misma forma a la persona solicitada.

Artículo 269. Examen separado de testigos. Los testigos serán interro­
gados separadamente, de tal manera que no puedan saber ni escuchar las 
declaraciones de quienes les preceden.

Artículo 270. Prohibición. El funcionario se abstendrá de sugerir 
respuestas, de formular preguntas capciosas y de ejercer violencia sobre 
el testigo.

Artículo 271. Recepción del testimonio. Los testimonios serán recogi­
dos y conservados por el medio más idóneo, de tal manera que facilite su 
examen cuantas veces sea necesario, todo lo cual se hará constar en un acta.

Artículo 272. Práctica del interrogatorio. La recepción del testimonio 
se sujetará a las siguientes reglas:

1. Presente e identificado el testigo, el funcionario le tomará el 
juramento y le advertirá sobre las excepciones al deber de declarar.

2. A continuación, el funcionario le informará sucintamente al testigo 
acerca de los hechos objeto de su declaración y le ordenará que haga un 
relato de cuanto le conste sobre los mismos.
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Terminado éste, procederá el funcionario a interrogarlo si lo considera 
conveniente. Cumplido lo anterior, se les permitirá a los sujetos procesa­
les interrogar.

Se permitirá provocar conceptos del declarante cuando sea una persona 
especialmente calificada por sus conocimientos técnicos, científicos o 
artísticos sobre la materia.

El funcionario podrá interrogar en cualquier momento que lo estime 
necesario. Las respuestas se registrarán textualmente. El funcionario 
deberá requerir al testigo para que sus respuestas se limiten a los hechos 
que tengan relación con el objeto de la investigación.

Artículo 273. Criterios para la apreciación del testimonio. Para 
apreciar el testimonio, el funcionario tendrá en cuenta los principios 
de la sana crítica y, especialmente, lo relativo a la naturaleza del objeto 
percibido, al estado de sanidad del sentido o sentidos por los cuales 
se tuvo la percepción, las circunstancias de lugar, tiempo y modo en 
que se percibió, a la personalidad del declarante, a la forma como 
hubiere declarado y las singularidades que puedan observarse en el 
testimonio.

Artículo 274. Juramento estimatorio. Para determinar la compe­
tencia de las conductas punibles contra el patrimonio económico, la 
cuantía y el monto de la indemnización, podrá ser la que fije el 
perjudicado bajo la gravedad del juramento, siempre y cuando no sea 
impugnada durante la investigación por cualquiera de los sujetos 
procesales, caso en el cual el funcionario decretará la prueba pericial 
para establecerla.

Artículo 275. Efectos de la desobediencia del testigo. En caso de 
que el testigo desatienda la citación, el funcionario judicial impondrá 
la sanción y seguirá el trámite contemplados para la obstrucción en la 
práctica de la prueba; no obstante ello no lo exime de rendir el 
testimonio, para lo cual le fijará nueva fecha para la realización. El 
funcionario judicial podrá ordenar a la Policía la conducción del 
testigo renuente.

CAPITULO VI
Confesión

Artículo 276. Requisitos. La confesión deberá reunir los siguientes 
requisitos:

1. Que sea hecha ante funcionario judicial.
2. Que la persona esté asistida por defensor.
3. Que la persona haya sido informada del derecho a no declarar contra 

sí misma.
4. Que se haga en forma consciente y libre.
Artículo 277. Procedimiento. Si se produjere la confesión, el funcio­

nario competente practicará las diligencias pertinentes para determinar la 
veracidad de la misma y averiguar las circunstancias de la conducta 
punible.

Artículo 278. Criterios para la apreciación. Para apreciar cualquier 
clase de confesión y determinar su mérito probatorio, el funcionario 
judicial tendrá en cuenta las reglas de la sana crítica y los criterios para 
apreciar el testimonio.

Artículo 279. Reducción de pena. A quien, fuera de los casos de 
flagrancia, durante su primera versión ante el funcionario judicial que 
conoce de la actuación procesal confesare su autoría o participación en la 
conducta punible que se investiga, en caso de condena, se le reducirá la 
pena en una sexta (1/6) parte, si dicha confesión fuere el fundamento de la 
sentencia.

CAPITULO VII
Indicio

Artículo 280. Elementos. Todo indicio ha de basarse en la experiencia 
y supone un hecho indicador, del cual el funcionario infiere lógicamente 
la existencia de otro.

Artículo 281. Unidad de indicio. El hecho indicador es indivisible. Sus 
elementos constitutivos no pueden tomarse separadamente como 
indicadores.

Artículo 282. Prueba del hecho indicador. El hecho indicador debe 
estar probado.

Artículo 283. Apreciación. El funcionario apreciará los indicios en 
conjunto teniendo en cuenta su gravedad, concordancia y convergencia, y 
su relación con los medios de prueba que obren en la actuación procesal.

CAPITULO VIII
Disposiciones Especiales

Artículo 284. Cadena de custodia. Para el manejo de la escena objeto 
de la inspección, las evidencias o pruebas físicas relacionadas con ésta, 
disponibles en el lugar, así como la información pertinente a las circuns­
tancias conocidas anteriores y posteriores a los hechos investigados, una 
vez recolectadas quedarán bajo la responsabilidad de los funcionarios 
judiciales correspondientes o servidores públicos que ejerzan funciones 
de policía judicial, personas que forman parte de una cadena de custodia 
que se inicia con la autoridad que deba practicar la diligencia y finaliza 
con el juez de la causa y demás autoridades del orden jurisdiccional que 
conozcan de la misma y requieran de los elementos probatorios para el 
ejercicio de sus funciones.

Artículo 285. Constancia. Los funcionarios o personas que intervengan 
en la cadena de custodia a que se refiere el artículo anterior, para los fines 
relacionados con la determinación de responsabilidades, deberán dejar 
constancia escrita sobre:

1. La descripción completa y discriminada de los materiales y 
elementos relacionados con el caso, incluido el cadáver, y

2. La identificación del funcionario o persona que asume la responsa­
bilidad de la custodia de dicho material, señalando la calidad en la cual 
actúa, e indicando el lapso, circunstancias y características de la forma en 
que sea manejado.

Artículo 286. Inspección de cadáver. En caso de muerte violenta no 
podrá ser movido el cuerpo, ni alterada la escena de los hechos mientras 
la autoridad practica una inspección del cadáver y del lugar, con el fin de 
establecer la forma en que ocurrió la muerte y las demás circunstancias que 
presente.

Enseguida procederá a identificarlo y ordenará que se practique la 
necropsia, para que se determine la causa de la muerte. Con el fin de 
facilitar la actuación del médico perito en todos los casos se enviará el acta 
de inspección realizada conjuntamente con el cuerpo del occiso.

En caso de fallecimiento de personas sin identificación que requieran 
necropsia médico-legal, el funcionario que practica el levantamiento, a 
más de la descripción de las características físicas, la descripción de la 
ropa utilizada, anotará el estado de la dentadura, y ordenará al médico que 
realice la necropsia, examen y descripción de los dientes.

De ocurrir en lugar alejado, la diligencia de identificación del occiso, 
cuando no fuere posible la presencia del funcionario instructor se hará por 
el servidor público que tenga funciones de policía judicial, de lo cual se 
levantará un acta que entregará a la autoridad competente.

No se inhumará el cadáver sin que se haya realizado la correspondiente 
necropsia.

Artículo 287. A viso de ingreso de lesionados. Quien en hospital, puesto 
de salud, clínica u otro establecimiento similar, público o particular, 
reciba o dé entrada a persona a-la cual se le hubiere ocasionado daño en 
el cuerpo o la salud, dará aviso inmediatamente a la autoridad respectiva.

Artículo 288. Reconocimiento en caso de lesiones. Al iniciarse la 
investigación por delito de lesiones personales, el funcionario ordenará 
de inmediato el reconocimiento médico del lesionado para determinar la 
naturaleza de aquellas, el instrumento con que fueron causadas y la 
determinación de la incapacidad médico-legal y secuelas que se generen. 
En todos los casos en que se requiera nuevo reconocimiento, el perito lo 
señalará en su dictamen indicando el momento adecuado para realizarlo 
y los exámenes o documentos necesarios para emitir el concepto defini­
tivo. El funcionario competente ordenará la nueva peritación sin dilación 
alguna.

Cuando se requiera el dictamen sobre incapacidad laboral, el funcio­
nario aportará al perito la información sobre la actividad ocupacional del 
lesionado y cualquier otra que sea necesaria para rendir este tipo de
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la investigación se ordenará la práctica de tantos 
fueren necesarios para establecer las consecuen-

dictamen. En el curso de 
reconocimientos como 
cias definitivas. Las decisiones se tomarán, con base en el último 
reconocimiento que obraje en la actuación procesal.

En el primer dictamen que se solicite se exigirá que a la mayor brevedad 
posible se determine la incapacidad y las secuelas definitivas.

El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses reglamen­
tará lo relativo al contenido del dictamen en estos casos, para unificar los 
criterios de la actuación pericial.

Artículo 289. Providencias reservadas. Las providencias motivadas 
mediante las cuales se disponga el allanamiento y el registro, la retención 
de correspondencia postal o telegráfica o la interceptación de comunica­
ciones telefónicas, no se darán a conocer a las partes mientras el 
funcionario considere que ello puede interferir en el desarrollo de la 
respectiva diligencia. Contra dichas providencias no procede recurso 
alguno.

Artículo 290. Allanam ento, procedencias requisitos. Cuando hubieren 
serios motivos para presumir que en un bien inmueble, nave o aeronave 
se encuentre alguna persona contra quien obra orden de captura, o las 
armas, instrumentos o efeptos con que se haya cometido la infracción o que 
provengan de su ejecución, el funcionario judicial ordenará en providen­
cia motivada el correspondiente allanamiento y registro.

En casos de flagrancia cuando se esté cometiendo un delito en lugar 
no abierto al público, 
escrita del funcionarle 
ejecutando la conducta.

El funcionario judicial podrá comisionar para la diligencia a los 
servidores públicos con funciones permanentes de policía judicial.

Artículo 291. Allanar, lientos especiales. Para el allanamiento y regis­
tro de las casas y naves, que conforme al derecho internacional gozan de 
inmunidad diplomática, él funcionario pedirá su venia al respectivo agente 
diplomático, mediante oficio en el cual rogará que conteste dentro de las 
veinticuatro (24) horas si guientes. Este oficio será remitido por conducto 
del Ministerio de Relaciones Exteriores.

En caso de registro c e residencia u oficinas de los cónsules se dará 
aviso al cónsul respectivo y en su defecto a la persona a cuyo cargo 
estuviere el inmueble objeto de registro.

Artículo 292. Acta de la diligencia. En el acta de la diligencia de 
allanamiento y registro deben identificarse y describirse todas las cosas 
que hayan sido examinadas o incautadas, el lugar donde fueron encontradas 
y dejar las constancias que soliciten las personas que en ella intervengan. 
Los propietarios, poseedores o tenedores tendrán derecho a que se les 
expida copia del acta si la solicitan.

Artículo 293. Retenc ón de correspondencia. El funcionario judicial 
podrá ordenar la retención de la correspondencia privada, postal o 
telegráfica que el implicado reciba o remita, excepto la que envíe a su 
defensor o reciba de ést;.

La decisión del funcic 
de las oficinas de correo! y telégrafos y a los directores de establecimien­
tos de reclusión, para que lleven a efecto la retención de la corresponden­
cia y la entreguen bajo recibo.

Artículo 294. Solicitud de copias de comunicaciones telegráficas. 
El funcionario judicial 
telegráficas se le faci 
recibidos, si fueren conducentes al descubrimiento o comprobación de 
los hechos que se investigan. Las personas que participen en estas 
diligencias se obligan a certificar el contenido de las copias y a guardar 
la debida reserva.

Artículo 295. Apertu ’-a de correspondencia. La apertura de la corres­
pondencia interceptada se dispondrá por medio de providencia motivada 
y se practicará con la presencia del imputado o su defensor.

Artículo 296. Devo 
abrirá la correspondencia y aportará a la actuación la que haga 
referencia a los hechos 
dere necesaria.

a Policía Judicial podrá ingresar sin orden 
judicial, con la finalidad de que se siga

nario se hará saber en forma reservada a los jefes

podrá así mismo, ordenar que en las oficinas 
iten copias de los mensajes transmitidos o

ución de la correspondencia. El funcionario

que se investigan y cuya conservación consi-

La correspondencia que no se relacione con los hechos que se inves­
tigan será entregada o enviada en el acto a la persona a quien corresponde.

Artículo 297. Interceptación de comunicaciones. El funcionario 
judicial podrá ordenar, con el único objeto de buscar pruebas judiciales, 
que se intercepten mediante grabación magnetofónica las comunicaciones 
telefónicas, radiotelefónicas y similares que utilicen el espectro electro­
magnético, que se hagan o reciban y que se agreguen al expediente las 
grabaciones que tengan interés para los fines del proceso. En este sentido, 
las entidades encargadas de la operación técnica de la respectiva intercep­
tación, tienen la obligación de realizar la misma dentro de las cuarenta y 
ocho (48) horas siguientes a la notificación de la orden.

Cuando se trate de interceptación durante la etapa de la investigación 
la decisión debe ser remitida dentro de las veinticuatro (24) horas 
siguientes a la Dirección Nacional de Fiscalías de la Fiscalía General de 
la Nación.

En todo caso, deberá fundamentarse por escrito. Las personas que 
participen en estas diligencias se obligan a guardar la debida reserva.

Por ningún motivo se podrán interceptar las comunicaciones del 
defensor.

El funcionario dispondrá la práctica de las pruebas necesarias para 
identificar a las personas entre quienes se hubiere realizado la comunica­
ción telefónica llevada al proceso en grabación.

Tales grabaciones se trasladarán al expediente, por medio de escrito 
certificado por el respectivo funcionario.

Artículo 298. Procedimiento en caso de falsedad de documentos. 
Cuando se trate de una investigación sobre falsedad material en documen­
tos, si el funcionario judicial lo estima necesario podrá solicitar al 
indagado o a la persona a quien considere autor o interviniente del 
documento, que escriba dentro del acta de la diligencia judicial las 
palabras o textos que le fueren dictados para efectuar el respectivo cotejo 
grafológico.

En este caso, a los peritos grafólogos sólo se les enviarán los 
documentos cuya falsedad se investiga y aquellos con los que se hará el 
dictamen grafológico.

Artículo 299. Reconocimiento en fila de personas. Todo aquel que 
incrimine a una persona determinada podrá reconocerla cuando ello sea 
necesario.

Al implicado se le advertirá sobre el derecho que tiene a escoger el 
lugar dentro de la fila.

Inmediatamente se practicará la diligencia poniendo a la vista del 
testigo la persona que haya de ser reconocida, vestida si fuere posible con 
el mismo traje que llevaba en el momento en que se dice fue cometida la 
conducta punible, y acompañada de seis (6) o más personas de caracte­
rísticas morfológicas semejantes.

Desde un lugar en que no pueda ser visto, el que fuere a hacer el 
reconocimiento, juramentado de antemano, manifestará si se encuentra 
entre las personas que forman el grupo aquella a quien se hubiere referido 
en sus declaraciones y la señalará.

En la diligencia se dejarán los nombres de las demás personas 
integrantes de la fila, y de quien hubiere sido reconocido.

A la diligencia asistirá el defensor del sindicado, quien podrá dejar 
constancia de lo ocurrido en la diligencia. Si aquél no se hallare en ese 
momento o no concurriere oportunamente, se nombrará un apoderado de 
oficio para el reconocimiento.

Artículo 300. Reconocimiento a través de fotografías. Cuando fuere 
el caso de un reconocimiento por medio de fotografías, por no estar 
capturada la persona que debe ser sometida al mismo, la diligencia se hará 
sobre un número no inferior a seis (6) fotografías cuando se tratare de un 
(1) solo imputado, y en lo posible se aumentarán en la misma proporción, 
según el número de personas a reconocer.

En la diligencia se tendrán las mismas precauciones de los reconoci­
mientos en fila de personas, deberá estar presente el defensor, el ministerio 
público y de todo se dejará expresa constancia.

Si de la diligencia resultare algún reconocimiento, las fotografías se 
agregarán a la actuación.
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SENADO DE LA REPUBLICA 
SECRETARIA GENERAL 

Tramitación de Leyes
Santa Fe de Bogotá, D. C., 25 de noviembre de 1998
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de Acto 

Legislativo número 20 de 1998 Senado, “por medio del cual se 
reforma la Constitución Política”, me permito pasar a su despacho 
el expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el 
día de hoy ante Secretaría General. La materia de que trata el 
mencionado proyecto de ley es competencia de la Comisión 
Primera Constitucional Permanente.

El Secretario General,
Manuel Enríquez Rosero.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE 
SENADO DE LA REPUBLICA

Santa Fe de Bogotá, D. C., 25 de noviembre de 1998
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por 

repartido el proyecto de acto legislativo de la referencia a la 
Comisión Primera Constitucional Permanente, para lo cual se 
harán las anotaciones de rigor y se enviará copia del mismo a la 
Imprenta Nacional con el fin de que sea publicado en la Gaceta 
Legislativa del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente,

Fabio Valencia Cossio.
El Secretario General,

Manuel Enríquez Rosero.

PROYECTOS DE LEY
PROYECTO DE LEY NUMERO 142 DE 1998 SENADO
por la cual se reforma el artículo 9o de la Ley 388 de 1997.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Reformar el artículo 9o de la Ley 388 de 1998 que quedará así:
Artículo 9o. Plan de Ordenamiento Territorial.
Parágrafo 2o. “Autorizar a los municipios para concebir, 

formular y ejecutar los planes de ordenamiento territorial 
conjuntamente mediante convenios o asociaciones, entre los 
municipios interesados”.

Presentado a consideración de los honorables Congresistas por 
José Matías Ortiz Sarmiento, 

Senador de la República.
EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley 388 de 1997 de Desarrollo Territorial obliga a los 
municipios a tener Planes de Ordenamiento Territorial, POT, pero 
omitió admitir planes más amplios para que los municipios puedan 
realizar un esfuerzo conjunto mediante las asociaciones, áreas 
metropolitanas o provincias.

En la Ley 388 de 1997 no se entendió la importancia 
socioeconómica del sector rural y no da un tratamiento integral a 
los componentes físicos, biofísicos, ambientales y culturales de 
los municipios que son considerados rurales. Es una ley con 
características urbanas, que se dedicó a actualizar la Ley 9a de 
1989 conocida como la Ley de Reforma Urbana y en ello basa sus 
orientaciones, instrumentos y reglamentaciones. En esa ley no hay 
una referencia específica para el manejo de los resguardos indíge­
nas, ni con el proceso de titulación de territorios colectivos para las 
comunidades negras, con lo que se está excluyendo a grandes 
zonas del país como la Amazonia, parte de la Orinoquia y la Costa 
Pacífica entre otros, deja por fuera el componente rural y con ello 
al 31% de la población colombiana.

El doctor Juan Martín Caycedo Ferrer propone el Proyecto de 
ley 069 limitándose a ampliar el plazo para presentar los POT a 10 
meses. El ponente del proyecto doctor Aurelio Iragorri Hormaza en 
su pliego de modificaciones mantiene el plazo de 24 de enero para 
los municipios de categoría especial, 1 y 2, ampliando al 23 de julio 
de 1999' para los municipios de categoría 3,4,5 y 6. En la Cámara 
de Representantes también cursa el Proyecto de ley 80 de 1998 
presentado por el doctor Gentil Palacios Urquiza que propone 
ampliar en un año el plazo.

Más allá de la discusión sobre el tiempo de los plazos, es 
necesario que en los municipios de categorías 3, 4, 5 y 6 se 
desarrolle un proceso que permita establecer un nuevo marco para 
tomar las mejores decisiones en materia del equipamiento e 
infraestructuras físicas y sociales, a las políticas de ocupación del 
territorio, a la inducción deseable de migraciones internas en el 
país, al restablecimiento de equilibrios intrarregionales, 
subregionales y regionales. Responder a los requerimientos de 
globalidad y competitividad que se espera de los entes territoriales 
para que los habitantes puedan hallar condiciones generales 
satisfactorias a sus demandas cotidianas.

Este proceso se puede facilitar y dinamizar con la asociación de 
los municipios para formular los Planes de Ordenamiento Territo­
rial y en ese sentido es que se pone a consideración del Senado el 
presente proyecto de ley.

Las ventajas de esta propuesta son:
1. Los mapas de uso y cobertura de los suelos son la base más 

importante para la planificación del desarrollo en lo rural para 
poder establecer sistemas productivos sostenibles y competitivos. 
Son muy altos los costos de la información geográfica, biofísica, 
geomorfología y de suelos. Es generalizada la escasez de recursos 
económicos locales para abordar esta actividad, por ello agrupar 
los municipios es más realista y económico facilitando la acción 
de las entidades gubernamentales a nivel nacional, pues unifica la 
interlocución en problemáticas que son comunes.

2. Los problemas de servicios públicos desbordan la realidad de 
cada municipio. La solución a los déficit de servicios públicos en 
los municipios rurales pasa en muchas ocasiones por conjugar los 
esfuerzos de varios municipios o provincias dentro de una región. 
Identificar las posibilidades y limitaciones naturales para resolver 
este problema demanda la concertación y planificación conjunta 
de los entes territoriales,

3. Construir un ordenamiento funcional del territorio con miras 
a políticas globales y economías de escala que son indispensables 
hoy en el mercado mundial, implementando un proceso de 
concertación y unificación de criterios técnicos y metodológicos 
por un conjunto de municipios con características físicas, geográ­
ficas y culturales comunes para contribuir realmente al desarrollo 
local. De esta manera se flexibilizarán las posibles incompatibili­
dades que puedan existir entre los POT de municipios adyacentes 
buscando armonizar el desarrollo local y que los planes puedan 
ajustarse a circunstancias comunes sin que tengan que esperar el 
período de. 9 años que prevé la Ley 388.


